	BOLETÍN No.221
SALA CONSTITUCIONAL

 CENTRO DE JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL
JULIO  2012
sala4-informacion@poder-judicial.go.cr



CONTENIDO

1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS



2. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS



3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS



4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS


5. POR TANTOS PUBLICADOS



6. VOTOS RELEVANTES POR TEMA



	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-008722-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	02-07-12
	SANCIÓN POR EXCESO DE CARGA Y REBAJO DE PUNTOS EN LA LICENCIA AL CONDUCTOR

-Artículo 133 inciso e), en relación con el artículo 101 inciso f), en concordancia con el artículo 71 bis inciso e) de la Ley de Tránsito.

Se establece una multa por el transporte en vehículos pesados, con exceso de carga y además se sanciona con el rebajo de puntos de la licencia al conductor del vehículo, lo que a juicio de accionante es desproporcionado e irrazonable, pues los conductores de los vehículos son empleados. 

	12-008740-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	02-07-12
	INTEGRACIÓN DE COMISIÓN DE ASUNTOS HACENDARIOS

-Resolución 04-12-13 de la Presidencia de la Asamblea Legislativa, leída el 17 de mayo del 2012, en sesión ordinaria No. 11

La resolución de la Presidencia Legislativa dispuso la integración de las Comisiones Permanentes Ordinarias para la legislatura 2012-2013, específicamente se impugna la integración de la Comisión de Asuntos Hacendarios, sin nombrar dos puestos que corresponden al Movimiento Libertario (sólo se nombró un diputado de ese partido), lo que a juicio de los accionantes lesiona el principio democrático, entre otros derechos fundamentales.

	12-008747-0007-CO

Consulta Judicial

	02-07-12
	TOPE DE SEIS MESES PARA DICTAR APREMIO POR PENSIÓN ALIMENTARIA  

-Artículos 25 párrafo segundo y  30 de la Ley de Pensiones Alimentarias

Las normas impugnadas establecen que: “El apremio no podrá mantenerse por más de seis meses; se revocará, si la parte interesada recurre a la vía ejecutiva para cobrar la obligación o si el deudor alimentario la cancela”. Y que: “Se podrán cobrar alimentos por las sumas adeudadas durante un período no mayor de seis meses. Constituirán título ejecutivo, la resolución firme que establece lo adeudado y la que ordena el pago de gastos extraordinarios”. Considera el juez consultante que el tope establecido por las normas para ordenar la prisión preventiva por pensión alimentaria, es violatorio de lo dispuesto en el artículo 33 constitucional y lesiona los principios fundamentales establecidos a  favor de los menores de edad.

	12-008765-0007-CO

Consulta Legislativa

	02-07-12
	PROYECTO A LA LEY DE TRÁNSITO

Proyecto de Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial. Expediente No. 18.032

	12-008785-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	03-07-12
	MULTA POR EL USO DE TELÉFONO CELULAR Y POR NO PORTAR TRIÁNGULOS 

-Artículos 134 inciso c),  131 inciso e) y 32 inciso 1), aparte m) y 115, todos de la Ley de Tránsito. 

Se cuestiona la multa por utilizar teléfono celular al conducir y por no portar triángulos de seguridad. Se acusa que los montos de las multas son desproporcionados e irrazonables.

	12-008798-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	03-07-12
	MULTA Y RETIRO DE PLACAS POR ESTACIONAR EN LÍNEA AMARILLA

-Artículo 133 inciso ll) de la Ley de Tránsito

Se multa al conductor que estacione en raya amarilla y se impone una multa y además el retiro de placas.

	12-008872-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	04-07-12
	PRESENCIA DE GERENTES O APODERADOS DE BANCOS EN REMATES

-Artículo 71 inciso 5 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional

La norma establece que en la participación de remates, no es necesario que se haga presente el Gerente o el abogado del Banco, que es suficiente con el abogado que lleve la dirección profesional del caso. A juicio del accionante, esta norma es contraria al artículo 33 de la Constitución Política. Ver sentencia 6802-11

	12-008882-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	04-07-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad, concretamente por no respetar la demarcación horizontal y vertical. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables.

	12-008890-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	04-07-12
	SUSPENSIÓN DE NOTARIOS POR SENTENCIA PENAL

-Artículos 147 en relación con el artículo 4 inciso c) del Código Notarial


Las normas imponen a los notarios condenados penalmente una prohibición de ejercer el notariado por un plazo de 10 años, aún cuando el Tribunal Penal, les haya impuesto una suspensión menor. Se acusa que las normas que impugna lo sancionan doblemente.

	12-008904-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	04-07-12
	CAMBIO DE FABRICANTE O FORMULADOR DE REGISTROS DE PLAGUICIDAS

-Decreto Ejecutivo 35312-MAG-S-MINAET-MEIC. Reglamento que permite por única vez el cambio de fabricante o formulador en el Registro de Plaguicidas. Publicado en La Gaceta 129 del 06 de julio del 2009.

Considera el accionante que esta es una cancelación de registros en forma vedada y que lesiona la libertad de comercio por vía reglamentaria.

	12-008928-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	05-07-12
	MULTA POR CONDUCIR SIN LICENCIA

-Artículo 130 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa de tránsito por conducir sin licencia. Se acusa que la multa es irrazonable y desproporcionada. 

	12-008973-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	06-07-12
	MULTA POR CIRCULAR CON MÁS DE DOS Y MEDIA TONELADAS EN ZONAS URBANAS Y SUBURBANAS

-Artículo 133 inciso e) de la Ley de Tránsito  

Se cuestiona la multa de tránsito al conductor del vehículo que circulen con más de dos y media toneladas en zonas urbanas y suburbanas. Se acusa que la multa es irrazonable y desproporcionada con relación a la naturaleza de la falta y con relación a otras sanciones económicas contenidas en la misma Ley.

	12-009010-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	06-07-12
	PENSIÓN POR INVALIDEZ DEL MAGISTERIO 

-Artículos 10 y 40 de la Ley 7531 reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio

La norma establece que la pensión por invalidez prescribe a los dos años.

	12-009062-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	09-07-12
	OBLIGACIÓN D INSCRIBIR ANTE EL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICAS LOS SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADOS

- Artículo 13 de la Ley 8395 Regulación de Servicios de Seguridad Privados y su Reglamento

Norma establece los requisitos previos para solicitar la inscripción y autorización para prestar servicios de seguridad privados.

	12-009094-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	10-07-12
	MULTA POR PERJUICIO FISCAL EN DECLARACIÓN ADUANERA

- Inciso 25 del artículo 236 de la Ley General de Aduanas, Ley N° 7557
Norma establece una multa de quinientos pesos centroamericanos ($500) cuando se cause perjuicio fiscal, sin gradualidad en la pena con intención o no, multa que considera la accionante desproporcionada en irracional.

	12-009172-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	11-07-12
	PERDIDA DE PUNTOS EN LICENCIA DE CONDUCIR

- Artículo 71 bis párrafo segundo, específicamente en cuanto a la pérdida de puntos en licencia de conducir, en su relación con el inciso ñ) del artículo 132 de la Ley  de Tránsito por vías públicas terrestres.

Norma impone multa y perdida de puntos de la licencia a quien conduzca sin haber cumplido con el requerimiento de la revisión técnica.

	12-009411-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	17-07-12
	AUDIENCIA PREVIA A LA APROBACIÓN DE REGLAMENTO A SINDICATOS DE LA CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL

Artículo 04 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense del Seguro Social

La norma estipula que de previo a la aprobación de reglamentos sobre la relación de empleo con los trabajadores de la caja, con el fin de presentar observaciones y sugerencias se debe otorgar audiencia sobre el respectivo proyecto a los sindicatos de la institución. Lo cual considera es un trato discriminatorio con los empleados interinos

	12-009414-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	17-07-12
	MULTA POR CONDUCIR CON LICENCIA DISTINTA AL TIPO DE VEHÍCULO


Artículos 69, 130 inciso b) y 141 inciso b) de la Ley de Tránsito

Norma establece multa por conducir un vehículo distinto al la clase de licencia con la que se cuenta, sanción que se considera desproporcional

	12-009425-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	18-07-12
	AUDIENCIA PREVIA A LA APROBACIÓN DE REGLAMENTO A SINDICATOS DE LA CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL

Artículo 04 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense del Seguro Social

La norma estipula que de previo a la aprobación de reglamentos sobre la relación de empleo con los trabajadores de la caja, con el fin de presentar observaciones y sugerencias se debe otorgar audiencia sobre el respectivo proyecto a los sindicatos de la institución. Lo cual considera es un trato discriminatorio con los empleados interinos

	12-009435-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	18-07-12
	REFORMA AL REGLAMENTO DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES

Reforma a los artículos 55 y 58 del Reglamento Autónomo de Servicios del Tribunal Supremo de Elecciones. Decreto del Tribunal Supremo de Elecciones N°03-2012 del 22 de marzo del 2012

Impugna la decisión del Tribunal Supremo de Elecciones de promulgar el Decreto que reforma el Reglamento de dicha institución sin la aprobación por parte del Sindicato

	12-009437-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	18-07-12
	DELITO DE ASOCIACIÓN ILÍCITA
 
Párrafo primero del artículo 274 del Código Penal vigente, reformado por la Ley 8127 del 29 de agosto del 2001, únicamente en el aparte que dice: “por el solo hecho de ser miembro de la asociación”

Norma tipifica el delito de Asociación ilícita, basando la culpabilidad en una responsabilidad penal y no en una acción, ya que se es culpable solo por “lo que se es” lo cual resulta contrario al Derecho de la Constitución

	12-009520-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	19-07-12
	INCENTIVOS A EMPRESA SOMETIDAS AL RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS

-Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 7830 del 22-09-1998
-Reforma a la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 8794 del 12-01-2010

Se impugna el régimen de incentivos al Régimen de Zonas Francas, en tanto las exoneran del pago de bienes inmuebles, del traspaso de bienes inmuebles, pagos de tributos, especialmente los municipales.

	12-009537-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	19-07-12
	MULTAS POR INFRACCIONES A LA LEY DE TRÁNSITO

-Artículo 131 inciso b), artículo 133 inciso d) y f) y artículo 134 inciso g)

Las normas establecen distintas sanciones a quien infringiere las disposiciopnes de la Ley de transito con respecto a las indicaciones dadas por una autoridad y conducir un vehículo con modificaciones.

	12-009578-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	20-07-12
	TERMINAL DE CONTENEDORES DE MOÍN

- Artículo 2 incisos 2) y 3) y en el artículo 5 inciso 4) ambos de la Ley General de Concesión de Obra Pública con Servicio Público

Se impugna el contrato de concesión de obra pública con servició Público para el diseño, financiamiento, construcción y mantenimiento de la Terminal de Contenedores de Moín.


	12-009585-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	20-07-12
	MEDIDA ALTERNA DE REPARACIÓN DE DAÑO INTEGRAL

- Artículo 30 inciso j) del Código Procesal Penal

Norma establece un límite de posibilidades de acceder a la medida alterna de reparación integral del daño lo cual considera el accionante contrario al artículo 43 de la Constitución Política



	12-009753-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	25-07-12
	LIMITACIONES PARA CONOCER ASUNTOS UNA VEZ CONCLUIDA LA RELACIÓN LABORAL.

- Artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, M orales y Éticos del Profesional en Derecho. 

La norma impugnada establece que cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar asuntos que hubiese conocido en carácter de funcionario,  durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró. En el caso del recurrente la prohibición se aplicó por un plazo indefinido.

	12-009831-0007-CO

Consulta Judicial

	27-07-12
	DELITOS AUTORIZADOS PARA INVESTIGAR MEDIANTE INTERVENCIONES TELEFÓNICAS

-Artículo 16 incisos h) y q) de la Ley contra la Delincuencia Organizada. No. 8754. 

Las normas permiten la intervención de las comunicaciones para los delitos patrimoniales cometidos en forma masiva, ya sea sucesiva o coetáneamente y todos los demás delitos considerados graves, según la legislación vigente. Considera el juez consultante que hay una falta y correcta determinación de los delitos autorizados a investigar mediante dicha técnica.

	12-009883-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	27-07-12
	DELITO DE VIOLACIÓN

-Artículo 156 inciso 3) del Código Penal, reforma introducida mediante Ley contra la Explotación Sexual de Personas Menores de Edad y su interpretación mediante sentencias 229-03, 692-03 y 1117-05 de la Sala Tercera y la 773-10 del Tribunal de Casación Penal. 

Las normas y la jurisprudencia se impugnan en cuanto se asimila a la violación, la introducción de dedos u otros objetos por vía vaginal o anal, es aplicable a los supuestos de intimación o violencia, previstos en el inciso impugnado, sino también a los supuestos contemplados en los incisos 1 y 2 del artículo 156. 

	12-009917-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	27-07-12
	LEY DE LICORES

-Ley de Regulación y Comercialización con contenido alcohólico No. 9047, aprobada el 14 de junio del 2012. 

Se cuestionan vicios de forma en la aprobación de la ley y vicios de fondo por violación al principio de legalidad, libertad de comercio y de trabajo, entre otros.

	12-009966-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	27-07-12
	REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA

-Artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito


Se rebajan puntos de la licencia por conducir el vehículo de su patrono que no tenía revisión técnica.

	12-009975-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	30-07-12
	JORNADA LABORAL

-Artículo 136 del Código de Trabajo

La jornada ordinaria de trabajo efectivo no podrá ser mayor de ocho horas en el día, de seis en la noche y de cuarenta y ocho horas por semana. Sin embargo, en los trabajos que por su propia condición no sean insalubres o peligrosos, podrá estipularse una jornada ordinaria diurna hasta de diez horas y una jornada mixta hasta de ocho horas, siempre que el trabajo semanal no exceda de las cuarenta y ocho horas. Las partes podrán contratar libremente las horas destinadas a descanso y comidas, atendiendo a la naturaleza del trabajo y a las disposiciones legales. Se acusa que la jornada en el sector industrial debe ser flexible.

	12-010012-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	30-07-12
	
RENUNCIA A BIENES GANANCIALES

-Artículo 41 del Código de Familia

La norma regula lo relativo al derecho de participar en la mitad del valor neto de los bienes gananciales constatados en el patrimonio del otro y lo que se refiere a la renuncia de los mismos. Considera la accionante que la renuncia a los bienes gananciales no constatados en el patrimonio del cónyuge, no puede ser general, debe ser específica.


	12-010016-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	30-07-12
	EXTRACCIÓN DE CAMARONES CON RED DE ARRASTRE

-Artículos 2 inciso 27 punto d): 43 inciso d); 47 inciso a) y b) de la Ley de Pesca y Acuicultura. No. 8436.

Se cuestiona la norma en lo que se refiere a la extracción de camarón con red de arrastre, que a juicio de los accionantes, la técnica es dañina, desproporcionada, destructora y carente de todo criterio de sostenibilidad de los recursos marinos.

	12-010062-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	31-07-12
	EDAD DE PENSIONARSE EN LA CCSS PARA HOMBRES Y MUJERES

-Artículo 5 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Se acusa que la norma impugnada exige edades diferentes para pensionarse a hombres (62) y mujeres (60).


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	12-007496-0007-CO

Voto 2012-09137
	03-07-12
	A las dieciséis horas con un minutos. Consulta legislativa, en lo referente a Aprobación Del Memorando De Entendimiento Entre El Gobierno De La República De Costa Rica Y El Gobierno De La Republica De La India Exp. 17586. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación del Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de la India para el Establecimiento de un Centro de Excelencia en Tecnología de la Información (CETI) en Costa Rica Expediente 17586., no resulta inconstitucional. 



	12-006957-0007-CO

Voto 2012-09139
	04-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Conflicto de Competencia entre Tribunal Supremo De Elecciones y Ministerio de Hacienda.



	12-003795-0007-CO

Voto 2012-09142
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 170 De La Constitución Política. Se suspende la tramitación de esta acción hasta tanto no se resuelva la acción de inconstitucionalidad que se tramitan en expediente número 10-015319-0007-CO.



	12-003815-0007-CO

Voto 2012-09143
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decretos Leyes N° 2, 3, 6, 9, 32, 41,49 y 159 dictados por la Junta Fundadora de la Segunda República. Se rechaza de plano la acción. 



	12-005159-0007-CO

Voto 2012-09146
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley 7725 Reforma Al Artículo 574 Del Código Procesal Civil Y Jurisprudencia Reiterada Del Tribuna Civil Del II Circuito Judicial De San Ramón. Se rechaza por el fondo la acción. 



	12-008040-0007-CO

Voto 2012-09160
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta judicial en lo referente a Pensión alimentaria dentro de proceso sucesorio. Se evacua la consulta formulada en el sentido de Que del artículo 939 del Código Procesal Civil no es inconstitucional.



	12-002193-0007-CO

Voto 2012-09141
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y 
cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Oficio 11519 Resolución Dj-1286 De 21 De Noviembre 2011 Y Oficio 13052 Resolución No.dj.-1384 De 21-12-11 Oficio 1401 Resolución 146-2012 De 10-2-2012 División Jurídica De La Contraloría General De La República. Se rechaza de plano la acción



	12-004347-0007-CO

Voto 2012-09144
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos Acción de inconstitucionalidad contra artículo 6 del PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DE MORAVIA. Se rechaza de plano la acción. 



	12-006154-0007-CO

Voto 2012-09150
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia notarial. Se rechaza de plano la acción 



	12-007999-0007-CO

Voto 2012-09159
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta judicial en lo referente a Penal. Suspensión del Proceso a Prueba en conducción temeraria. No ha lugar a evacuar la consulta



	12-005848-0007-CO

Voto 2012-09149
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta judicial en lo referente a Artículos 6 y 8 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se evacua la consulta judicial formulada en el siguiente sentido: a) El artcu1o 8 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte no es contrario al principio de reserva de ley; y b) el Juzgador debe estarse a lo resuelto por esta Sala en la sentencia No. 2011-12482 de las catorce horas con cuarenta y nueve minutos del 14 de septiembre de 2011 en cuanto consulta la constitucionalidad del artículo 6 del mismo reglamento; y c) en lo que se refiere a los artículos consultados, no infringen el principio de razonabilidad y proporcionalidad de las normas. 



	12-005762-0007-CO

Voto 2012-09147
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y 
cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Aplicación Genérica Del Artículo 14 De La Ley De Pensiones Alimentarias. Se rechaza de plano la acción.



	12-008043-0007-CO

Voto 2012-09161
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 10 De La Ley Número 4284 Del 16 De Dic De 1968. Se rechaza por el fondo la acción. 



	12-008511-0007-CO

Voto 2012-09177
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Directriz De La Caja Costarricense De Seguro Social. Se rechaza de plano la acción. 



	12-004824-0007-CO

Voto 2012-09145
	04-07-12
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 2,3 Y 8 Ley De Impuesto A Las Personas Jurídicas Ley 9024. Se rechaza de plano la acción en cuanto a la impugnación de los artículos 2 y 8 de la Ley 9024. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la impugnación del artículo 3 de la misma ley. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo. 



	10-015565-0007-CO

Voto 2012-09199
	04-07-12
	A las quince horas con cuarenta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Transitorio Único de la Ley 8701 del trece de enero de dos mil nueve. No ha lugar a las gestiones formuladas. 



	12-002422-0007-CO

Voto 2012-09206
	04-07-12
	A las dieciséis horas con seis minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 132.h De La Ley De Transito. Se declara sin lugar la acción.



	12-003741-0007-CO

Voto 2012-09205
	04-07-12
	A las dieciséis horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 71 Bis, Inciso B) Y 130 Inciso C) De La Ley De Transito Nº 7331. se declara con lugar la acción en cuanto al rebajo de puntos de la licencia previsto en el artículo 71 bis inciso b) en relación con el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 10 de la ley Nº 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En cuanto al artículo 130 inciso c) de la referida Ley se rechaza por el fondo la acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 



	12-004693-0007-CO

Voto 2012-09200
	04-07-12
	A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra Art. 131 b) Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.



	12-005845-0007-CO

Voto 2012-09203
	04-07-12
	A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 131 inciso b) en relación con los artículos 79 inciso e) y 116 de la Ley de Tránsito. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo  de la ley Nº 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción del 75 de un salario base mensual correspondiente al “auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, a quien irrespete la señal fija de prohibición de viraje a la derecha. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.-Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Rueda pone nota. 



	12-006439-0007-CO

Voto 2012-09204
	04-07-12
	A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 131 Inciso B) De La Ley De Transito Por Vías Púb1icas Y Terrestres 7331. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres número 7331, reformado por el artículo 10 de la ley N0 8696 de 17 de diciembre de 2008, únicamente, en relación con la sanción que se impone al conductor que estacione su vehículo en zona prohibida. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad .- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota. 



	12-006862-0007-CO

Voto 2012-09201
	04-07-12
	A las dieciséis horas con un minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Tránsito Por Vías Públicas Terrestres Num. 7331. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-007148-0007-CO

Voto 2012-09202
	04-07-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Ley de Tránsito por Vías Terrestres, Ley Número 7331, artículo 130 inciso b). Se rechaza por el fondo la acción. 



	12-007462-0007-CO

Voto 2012-09207
	04-07-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 71-bis, Inciso E), De La Ley De Tránsito Número 7331. Deniega el trámite a esta acción. 



	10-004480-0007-CO

Voto 2012-09214
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo 35687-MTSS, publicado en el alcance la Gaceta número 3 del 6 de enero del 2010 y 35717-MTSS al alcance 2 a la Gaceta 21 del lO de febrero de 2010. Se declara SIN LUGAR la acción. El Magistrado Jinesta Lobo declara sin lugar la acción por razones diferentes. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal ponen nota.



	11-007916-0007-CO

Voto 2012-09215
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el OFICIO DFOE-SOC-1196 de 29 de Noviembre del 2012 y OFICIO Nº DFOE-SOC-IF-75-200 de la Contraloría General de la República. Se declara sin lugar la acción planteada.-



	11-014181-0007-CO

Voto 2012-09216
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 47 Del Reglamento Del Régimen De Invalidez, Vejez Y Muerte De La Caja Costarricense De Seguro Social. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 8890-2012 de las 16:01 horas del 27 de junio del 2012. La Magistrada Calzada pone nota. 



	11-014436-0007-CO

Voto 2012-09217
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 47 Del Reglamento De Invalidez, Vejez Y Muerte, Reformado Por La Junta Directiva De La Caja Costarricense De Seguro Social. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 8890-2012 de las 16:01 horas del 27 de junio del 2012. La Magistrada Calzada pone nota.



	11-016268-0007-CO

Voto 2012-09218
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 83 Bis De La Ley Reguladora De La Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Se rechaza de plano la acción.



	12-003152-0007-CO

Voto 2012-09219
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Art.13 Reglamento  Nombramientos CCSS. Se rechaza de plano la acción.



	12-003681-0007-CO

Voto 2012-09221
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo Nº 22085-h-MEIC.-Se rechaza por el fondo la acción.



	12-003854-0007-CO

Voto 2012-09222
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra  la Ley 7830, 7210 y la 8794 (modificación a la Ley Régimen de Zonas Francas Nº 7210 Del 23 De Noviembre De 1990). Se rechaza de plano la acción.



	12-003911-0007-CO

Voto 2012-09223
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del Presupuesto de las Superintendencias. Se rechaza de plano la acción. 



	12-006642-0007-CO

Voto 2012-09224
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 72 del Código de Familia. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-007714-0007-CO

Voto 2012-09226
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículos 12 Y 14 Del Código Municipal. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-008376-0007-CO

Voto 2012-09236
	17-07-12
	Consulta judicial. Tribunal De Juicio De Cartago en lo referente a Exp ll-000006-0646-TP, 10-000007-0335-pe, 08-000816-pe Y 06-002035-0058-PE. No ha lugar a evacuar la consulta.



	12-008536-0007-CO

Voto 2012-09240
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad de V.V.H. contra Art. 18 de la Ley de Organización y funcionamiento del Instituto de 
Fomento y Asesoría Municipal. Se rechaza de plano la acción.



	12-008747-0007-CO

Voto 2012-09251
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta judicial. Juzgado Contravencional Y De Menor Cuantia De Garabito en lo referente a Demanda De Pensión Alimentaria Exp 03-700041-0445-PA-2. Estése el juez consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-000895 de las catorce horas treinta minutos del veinticinco de enero de dos mil doce.



	12-008765-0007-CO

Voto 2012-09253
	17-07-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta legislativa de Proyecto 18.032 “Ley De Transito Por Vias Publicas Terrestres Y Seguridad Vial”. Se declara la inadmisibilidad e inevacuabilidad de la Consulta respecto de los dos motivos de constitucionalidad por razones de forma, e igualmente respecto de los motivos por razones de fondo relacionados con el sistema de evaluación permanente de conductores, el régimen diferenciado para conductores noveles y profesionales, y el sistema de multas. Se rechazan las solicitudes de coadyuvancia presentadas. Por mayoría, y de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del artículo 96, así como en los artículos 98 y 100 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tiene por recibida la consulta legislativa de constitucionalidad formulada por los Diputados, respecto del inciso a) del artículo 135, el artículo 168 y el artículo 249 del proyecto de “Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial”, que se tramita bajo el expediente legislativo número 18.032, de conformidad con los argumentos referidos en el 1 Resultando de esta sentencia. Solicítese al Directorio de la Asamblea Legislativa, por medio de su Presidente, la remisión del expediente legislativo número 18.032, o bien copia certificada del mismo. Se advierte que el plazo establecido en el artículo 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional empieza a contar una vez que se tengan los elementos de juicio para conocer, es decir, después de recibidos los documentos supra solicitados, pues es a partir de ese momento que se procede a designar internamente un Magistrado que inicie el estudio sobre el fondo de los asuntos consultados. La Magistrada Calzada salva el voto y declara inadmisible e inevacuable la consulta en todos sus extremos. 



	12-000574-0007-CO

Voto 2012-09283
	17-07-12
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad de J.R.P.M., U.B.S.A contra art. 21 Reglamento para verificar las obligaciones patronales y de trabajadores independientes. Se rechaza plano la acción.-



	12-007693-0007-CO

Voto 2012-09289
	17-07-12
	A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad del Alcalde Municipal de Belén contra Ley 7830 del 22 de setiembre 1998 y Ley 8794 del 12 de enero del 2012. Se deniega el trámite de esta acción.-



	10-008634-0007-CO

Voto 2012-10015
	24-07-12
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 9 De La Ley De Reajuste Tributario (7088) Y Revolución 18 a) Del Consejo Arancelario Y Aduanero Centroamericano. Se declara la inconstitucionalidad de los Decretos Ejecutivos números 34106-H, 34871-H y 35605-H, en la medida que aplican el cobro del tributo establecido en el artículo 9 de la Ley 7088 a la maquinaria de construcción. Se interpreta el artículo 9 de la Ley 7088, en el sentido que el tributo allí establecido lo es respecto de los vehículos automotores, embarcaciones y aeronaves dispuestos para el traslado y transporte de personas o cosas. Para evitar graves dislocaciones a la hacienda pública, esta declaratoria de inconstitucionalidad carece de efectos retroactivos para quienes hayan pagado el tributo durante la vigencia de las nonas declaradas inconstitucionales, y surte sus efectos a partir de la fecha de esta sentencia. La declaratoria de inconstitucionalidad que ahora se pronuncia tiene efectos declarativos y retroactivos únicamente para quienes figuren como accionantes en este proceso constitucional. Asimismo, se dimensionan los efectos de esta sentencia, en el sentido de que la administración deberá ajustar los trámites internos para permitir a los propietarios de maquinaria de construcción, el pago de los demás rubros distintos al impuesto a la propiedad de vehículos contenidos regularmente en la fórmula de Cobro denominada “derechos de circulación”. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Comuníquese y publíquese.- Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción.


	12-007389-0007-CO

Voto 2012-10021
	24-07-12
	A las dieciséis horas con cuarenta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad. R.P.U contra Artículos 134 Inciso D) y Articulo 141 Inciso D) De La Ley De Transito. Se deniega el trámite a esta acción.



	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-006179-0007-CO
	FRANZ ULLOA CHAVERRI contra los artículos 8 bis, 65 inciso f) del Código de Minería y el Transitorio V de la Ley 8964.

Resolución de las 15:23 horas del 11 de junio del 2012

Boletín judicial 127, 128, 129 del 02, 03 y 04 de julio del 2012.
	LIMITACIÓN DE CONCESIONES PARA MINERÍA

Las normas se impugnan en cuanto disponen que no se otorgarán permisos, ni concesiones para actividades de exploración y explotación de minería metálica a cielo abierto, y que las existentes no serán renovadas o prorrogadas. Sostiene que el artículo 8 bis, al disponer dicha prohibición, es contrario al principio de interdicción de la arbitrariedad consagrado en el artículo 33 de la Constitución Política, en tanto considera que la Asamblea Legislativa, so pretexto de perseguir fines públicos, lo que hizo al introducir esta norma fue perjudicar a dos determinadas empresas de manera arbitraria. Expone que no existe ninguna razón ambiental, ni técnica para realizar la prohibición aquí impugnada, toda vez que al ser la minería a cielo abierto realizada por empresas especializadas en la materia y de conformidad con estándares internacionales rigurosos, produce menor impacto ambiental que la explotación artesanal de canteras que abundan en nuestro país. Critica el uso del término generalizado "minería metálica a cielo abierto", y explica que al hablar de "a cielo abierto" se refiere únicamente al hecho físico de si la mina tiene o no techo, y explica lo peligroso de generalizar el término "minería metálica", dado que incluso las calizas que son explotadas por las cementantes tienen componentes metálicos que las hacen caer en esta categoría. Asegura que la eliminación de la minería metálica a cielo abierto producirá una catástrofe, puesto que el 90% de todos los materiales utilizados por el ser humano provienen de esta actividad; cita como ejemplo: el cemento, la arena, la piedra, las cerámicas, el hierro, el oro, el magnesio y el aluminio. Reitera que no existe ninguna justificación técnica o científica para proceder a la eliminación de esta actividad. Remite el accionante a la importancia del desarrollo de la actividad minera metálica en el mundo, afirmando que ésta es una de las bases de la existencia humana, y que es el cimiento de la sociedad tal como la conocemos hoy en día. Afirma que, con los avances tecnológicos que ha habido en maquinaria y equipos, la minería a cielo abierto se ha convertido en el método de extracción más favorable para los minerales superficiales y de baja proporción de metal. En criterio del accionante, en el caso de las normas aquí objetadas se da un trato desigual, injusto y discriminatorio, que conlleva una inseguridad y desprotección de las inversiones que empresas canadienses han realizado en Costa Rica hasta la fecha. Alega que la normativa impugnada viola el artículo 46 de la Constitución, pues le introduce limitaciones no consentidas por el ordenamiento jurídico al ejercicio de una actividad empresarial lícita. 



	12-001442-0007-CO

	Acción de inconstitucionalidad contra el REGLAMENTO PARA LA UTILIZACIÓN DEL SISTEMA ELECTRÓNICO DE COMPRAS PÚBLICAS MERCADO EN LÍNEA MER-LINK, REGLAMENTO AL TÍTIULO III DE LA LEY DE FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS DEL SECTOR DE TELECOMUNICACIONES Y OTRO.

Resolución de las 8:44 horas del 11 de junio del 2012. 

Boletín judicial 127, 128, 129 del 02, 03 y 04 de julio del 2012.
	CREACIÓN DE LA PLATAFORMA DE GOBIERNO DIGITAL

La norma se impugna en cuanto el accionante considera que el artículo 119 del Reglamento impugnado es inconstitucional, ya que el numeral 140 inciso 3) de la Constitución Política indica que el Poder Ejecutivo representado por el Presidente y el Ministro de Hacienda, son quienes tienen la plena competencia para regular lo relativo a la hacienda pública y a la contratación. Sostiene que a través del reglamento impugnado, en el que Ministro de Hacienda está ausente, se le concede al ICE la facultad de disponer a su criterio el proveer al Estado en sentido amplio, el servicio de compras electrónicas de bienes y servicios, ésto en coordinación con la Comisión Intersectorial y la Secretaría Técnica de Gobierno Digital. Manifiesta que las normas impugnadas son inconstitucionales porque el Reglamento fue firmado por la Presidencia de La República y el Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, en ausencia del Ministro de Hacienda;  infringiéndose el Principio de las competencias propias y exclusivas contenido en los artículos 140 inciso 3), y 9 de la Carta Magna, así como en la Ley General de la Administración Pública en su artículo 28. Asimismo indica que en los artículos 119, 123 y 201 del Reglamento impugnado, se regula lo relativo a los procedimientos de contratación administrativa por medios electrónicos, facultando al ICE para reglamentar la actividad contractual, a pesar de que al ICE no se le puede brindar la facultad de promulgar un reglamento autónomo para darle al Estado una plataforma electrónica para sus compras, así como tampoco resulta aceptaba desde la óptica constitucional, que se delegue esta facultad en la empresa trasnacional Samsung, violentándose el principio de seguridad constitucional contenido en el artículo 140 inciso 16) de la Constitución Política. Expone que el sustento legal del Reglamento proviente de la Ley de Fortalecimiento y Modernización del Sector de Telecomunicaciones, provocando el incumplimiento de los principios de legalidad y de jerarquía de fuentes del derecho público; además de que la citada ley no abordó el tema de la contratación electrónica. Asegura el accionante que es desproporcionado, irracional, exagerado y atenta contra la seguridad nacional la declaración de interés público del numeral reglamentario 201, que además otorga la condición de prioridad nacional la entrega de la plataforma electrónica de compras a la empresa coreana Samsung. Asimismo asevera que el decreto ejecutivo No. 3539-2009-MP-MIDEPLAN, en la creación de la Comisión Intersectorial del Gobierno Digital, dispone la designación del ICE como la Secretaría Técnica, lo que resulta contrario a derecho, porque este ente puede colaborar en el logro de los objetivos de la Comisión, pero no ser designado como Secretaría Técnica.  Añade que el Ministro de Hacienda dictó consideraciones con respecto a que la declaración de interés público de la labor del ICE se dan únicamente en cuanto al ejercicio de sus propias competencias en materia de gestión de compras, y no en compras electrónicas a nivel del Estado. Manifiesta que el Ministerio de Hacienda, no el de Planificación, fue quien debió haber valorado y aceptado la donación propuesta por el Gobierno coreano. Asimismo el accionante señala que al nombrarse al ICE como administrador del Convenio se omitió la participación del Ministerio de Hacienda como órgano rector en materia de compras públicas. Expresa que la competencia constitucional de emitir reglamentación en materia administrativa es intransferible, y fue transferida mediante a un reglamento ejecutivo. También recalca el accionante que el Reglamento al título II de la Ley No. 8660 del 2009 no puede aplicarse en las mismas condiciones a las demás instituciones reguladas por otra normativa, ya que es específica para el sector de Telecomunicaciones. También apunta el accionante que el manejo de información relevante sobre adquisiciones del Estado debe ser información estratégica exclusiva del Poder Ejecutivo y el rector de la materia, existiendo un alto riesgo de un mal uso de dicha información y pudiéndose repercutir en la gestión e imagen del país.  En cuanto a las competencias del ICE, manifiesta que si bien la legislación brinda un régimen especial en materia de contratación para él mismo y sus instituciones, no tiene potestad de extender las regulaciones al resto del Sector Público.  Agrega que Mer-Link es un proyecto del Gobierno Digital para la suscripción de eventuales decretos ejecutivos relacionados con compras públicas, siendo necesaria la participación del Ministerio de Hacienda. Solicita que se declaren inconstitucionales: el Reglamento para la utilización del sistema electrónico de compras públicas mercado en línea Mer-Link, el Reglamento al título II de la Ley de fortalecimiento y modernización de las entidades públicas del sector de telecomunicaciones y el decreto ejecutivo No. 35139-MP-MIDEPLAN del 2009. 


	12-007781-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley número 8837 del tres de mayo del dos mil diez, denominada “Ley de creación del recurso de apelación, otras reformas al régimen de impugnación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal”.MERGEFIELD IF sexo = "portador" "el" "la" 

Resolución de las 14:40 horas del 28 de junio del 2012

Boletín judicial 140, 141, 142 del 19, 20 y 23 de julio del 2012.
	POSIBILIDAD DE IMPUGNAR REITERACIÓN DE ABSOLUCIÓN DEL IMPUTADO EN JUICIO DE REENVÍO
Señala el accionante que mediante la reforma procesal penal del veintiocho de abril del dos mil seis, la Ley de Apertura de la Casación Penal, número 8503 adicionó al Código Procesal Penal el artículo 451 bis, al cual, mediante la Ley 8720 (Ley de protección de víctimas, testigos y demás intervinientes en el proceso penal) se le varió la numeración indicándose que en adelante sería el artículo 466 bis. La norma establecía que el Ministerio Público, el querellante y el actor civil no podrán formular recurso de casación contra la sentencia que se produzca en el juicio de reenvío que reitere la absolución del imputado dispuesta en el primer juicio, pero sí podrán hacerlo en lo relativo a la acción civil, la restitución y las costas. Estima que la reforma procesal transgrede el artículo 41 de la Constitución Política, los artículos 8 y 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, los artículos 8.1 y 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Asimismo, refiere que tal reforma afecta sustancialmente los principios de progresividad de los derechos humanos, seguridad jurídica y de acceso a una justicia pronta y cumplida. El Estado costarricense ha dado una serie de pasos de gran importancia en el respeto de los derechos fundamentales, considerándose estos como la base misma de la legitimidad del Estado. Así, se ha establecido por parte de la Sala Constitucional que tratándose del respeto y reconocimiento de los derechos humanos, no es requisito que los tratados internacionales hayan sido ratificados por la Asamblea Legislativa. Como consecuencia de la condenatoria de que fue objeto Costa Rica por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de Herrera Ulloa contra La Nación, se obligó al Estado a crear un proceso penal que respetara no solo el derecho de impugnar las sentencias penales y contar con una justicia pronta y efectiva, sino también se exigió el respeto al principio de seguridad jurídica por parte del Estado costarricense. En el año dos mil seis se creó la Ley de Apertura de la Casación Penal, la cual introdujo el artículo 451 bis al Código Procesal Penal donde, entre otras cosas, se establecía la imposibilidad para los representantes del Ministerio Público y los querellantes de recurrir la sentencia absolutoria que proviniera de un juicio de reenvío, es decir, se vedaba la posibilidad a esas dos partes procesales de cuestionar un segundo fallo absolutorio a favor de quien figuraba como imputado, creándose con esta reforma procesal un verdadero acceso a la justicia pronta y cumplida, así como el respeto al principio de seguridad jurídica al ponerse un límite a quien ejerce la persecución penal, por lograrse en dos oportunidades distintas, con tribunales de juicio distintos una sentencia absolutoria. En general, la Ley de Apertura de la Casación Penal no solo creó un derecho a recurrir las sentencias penales sin las formalidades que hacían de ese recurso algo complejo y alejado de un verdadero derecho de acceso a la justicia para las partes, sino que, esta reforma procesal del año dos mil seis, hace respetar y crea nuevos derechos basados en el respeto a los derechos fundamentales y el derecho internacional humanitario, consigna propia del Estado. La reforma procesal de la Ley de Apertura de la Casación Penal fue sustituida por la reforma procesal penal de la Ley número 8837 con la cual se pretendió arraigar y fortalecer los derechos consagrados en aquella primera reforma relacionada a la apertura de la casación penal y a su vez, reconocer más derechos fundamentales relacionados con esta materia, como por ejemplo aumentar y hacer respetar el derecho a una verdadera doble instancia penal y con ello vigorizar la seguridad jurídica con el mejoramiento del procesamiento penal en Costa Rica. Del análisis del espíritu, la filosofía y la lógica de esta última reforma procesal, no se desprende que la misma pretenda demeritar los derechos esenciales consagrados y destinados a mejorar el enfrentamiento de un proceso penal en contra de un ser humano que ha sido investigado, enjuiciado y absuelto en dos oportunidades distintas, sino que por el contrario, las reformas legales pretenden mejorar las condiciones de las personas bajo esos supuestos. El principio del doble conforme que regulaba el derogado artículo 466 bis del Código Procesal Penal, no pretende desequilibrar la balanza al dar más derechos a una de las partes procesales, simplemente, con su promulgación en el año dos mil seis, se procuró limitar los procesos penales hasta cierto punto y con ello ponerle fin definitivo a un proceso penal que tuviese dos absolutorias, es decir, acceder a una verdadera sentencia firme y con esto además lograr seguridad jurídica se garantizaba el derecho a una justicia pronta y cumplida. Con esta derogatoria provocada por el artículo considerado inconstitucional, el proceso penal costarricense se vuelve lento y costoso, no solo para quien lleva sobre sus hombros el procesamiento, sino para el Estado mismo, ya que de permitirse al Ministerio Público y al querellante impugnar todas y cada una de las sentencias absolutorias que se dicten en un proceso penal, el procesamiento de ese ser humano se vuelve interminable, sin existir un límite formal para recurrir, se genera un gasto económico procesal desmesurado y una inestabilidad jurídica inadecuada para un Estado que pretende mejorar en la administración de justicia. 



	12-005870-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los artículos artículos 37 incisos a) y b), artículo 39 inciso a) en relación con los artículos 36 inciso 1), 38 inciso 1) y 25 de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Ley N° 8653.

Resolución de las 12:40 horas del 12 de junio del 2011

Boletín judicial 143, 144, 145 del 24, 25 y 26 de julio del 2012.
	SANCIONES A OPERADORAS DE SEGUROS

Las normas se impugnan en cuanto según señala la accionante la comercialización de seguros privados -excluido el proceso de universalización de los seguros sociales- y el seguro de desocupación, establecidos respectivamente en los artículo 73, 177 y 63 , 72 de la Constitución Política, estuvo desde hace más de 84 años a cargo del Instituto Nacional de Seguros. Por ese motivo, aduce que se habló en su momento de un monopolio por mandado expreso de la Ley No.12 del 30 de octubre de 1924. No obstante, comenta que luego de la creación de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros No. 8653 del 7 de agosto de 2008, pasó a regirse por un régimen de libre competencia, donde personas físicas y jurídicas autorizadas al efecto, podía ofrecer los distintos servicios que componen la actividad de seguros comerciales. Considera que ante el alto impacto que genera la actividad que tiene el sector financiero costarricense y los intereses subjetivos y legítimos de los usuarios y consumidores, a través de los diferentes productos, el legislador consideró oportuno emitir la normativa correspondiente a efecto de regular, controlar, fiscalizar y sancionar el mercado de los seguros. Para ello se creó la SUGESE o Superintendencia General de Seguro, como órgano de desconcentración máxima con personería jurídica instrumental, adscrito al Banco Central de Costa Rica. Señala como fundamento de la presente acción de inconstitucionalidad los artículos 37 inciso a) y b) y el artículo 39 inciso a), en relación con los artículos 36 inciso l), el artículo 38 inciso l y el artículo 25 todos de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros. Considera en primer término que se lesiona el principio de igualdad en el tanto, las normas impugnadas contienen sanciones diferentes para cada uno de los operadores de seguros, ya que su materialización nunca será igual ni equitativa para todas las aseguradoras, por ejemplo la contenida en el artículo 37 de la Ley 8653. Lo anterior, en virtud de la diferencia e impacto patrimonial que significa para las distintas empresa, en donde dadas su características financieras, no están expuestas al mismo riesgo, ni a la misma sanción.  En otras palabras -señala-  que frente a una misma falta, la sanción puede ser 10 veces mayor para una empresa en relación con otra. Añade que del ejemplo mencionado del artículo 37, se establece una sanción por faltas graves de un 5% del patrimonio de la aseguradora y reaseguradota. Lo anterior, sin tomar en cuenta lo dispuesto para los intermediarios de seguros o proveedores de servicios auxiliares de seguros,  según lo dispuesto en el artículo 25 de los incisos a) al s) del mismo cuerpo normativo.  Señala esto por cuanto, el patrimonio de los participantes del mercado de seguros es diferente.  Al respecto indica que la página web de la SUGESE, publica que al 31 de diciembre de 2010, el INS tenía un patrimonio de 454.663.997.770, millones de colones, la empresa MAPFRE de Costa Rica de 3.231.290.396 millones de colones y la empresa ASSA Compañía de Seguros de 5.807.763.765 millones de colones.  Lo que evidencia las diferencias sustanciales a pagar según sea el operador. Adicionalmente, señala que la norma en cuestión prevé la cancelación de la licencia o registro de la aseguradora o reaseguradotas, sanción que también considera lesiona el principio de igualdad y proporcionalidad según la empresa operadora de que se trate, lo que a su criterio provee una ventaja para el operador más viejo y con más colocación de negocios y cuya afectación recae en el consumidor final. Añade que el porcentaje aplicado del 5% del patrimonio es desproporcionado e irracional por el impacto financiero que puede provocar para algunos operadores. Considera que la multa administrativa es el ejercicio del ius puniendo del Estado, que de acuerdo con las doctrinas y la jurisprudencia se ha reconocido la existencia de un ius puniendo estatal que se justifica en la necesidad de tutelar bienes jurídicos para la colectividad.  Desde esa perspectiva, estima que al imponer el Estado una sanción pecuniaria como las estipulada en los artículos 37 y 39 de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, que sanciona una conducta ilícita prevista en la ley formal, el Estado necesariamente debe tomar en cuenta no sólo las condiciones relativas a la levedad o gravedad, respectando en todo momento los principios de razonabilidad y proporcionalidad, así como la capacidad económica del infractor, con vista en el principio de igualdad.   Aclara que aquí no se discute la potestad sancionadora del estado, sino la proporcionalidad y razonabilidad de las multas, lo cual podría afectar o perjudicar tanto a las aseguradoras en competencia como a la hacienda pública al estar de por medio una institución autónoma y a los consumidores.  En consecuencia, -señala que- no cabe duda que con las disposiciones contenidas en la Ley Reguladora del Mercado de Seguros relacionadas con la potestad sancionatoria a cargo de la SUGESE, se amenaza de manera sensible el derecho constitucional de los consumidores a su salud e intereses económicos, desconociendo además que el Estado aparte de tener una obligación constitucional en su protección frente a terceros, posee él mismo tal mandato en el ejercicio de sus distintas funciones, siendo que para el caso concreto fue en su función legislativa donde omitió considerar de manera amplia e integral el daño a que expone a los consumidores con las normas acusadas de inconstitucionales. 


	12-003783-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 7 inciso h), 14 incisos b), c) y d) y 15 inciso a) de la V Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Montes de Oca, así como los artículos 38 y 39 del Reglamento de Normas para la Aplicación de la Carrera Profesional de la Municipalidad de Montes de Oca y el artículo 24 del Reglamento Autónomo de Servicios de la Municipalidad de Montes de Oca.

Resolución de las 15:08 del 06 de junio del 2011

Boletín judicial 143, 144, 145 del 24, 25 y 26 de julio del 2012.
	BENEFICIOS EN LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA

Las normas se impugnan en cuanto el artículo 7 de la Convención Colectiva referida, en concordancia con los artículos 38 y 39 del Reglamento de Normas para la Aplicación de la Carrera Profesional, establecen un incentivo para quienes cuentan con un grado mínimo de bachiller universitario. Considera que estas normas infringen los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad en tanto establecen un tratamiento diferenciado para un grupo de trabajadores, por medio del cual se les concede un privilegio en perjuicio del uso racional que deben tener los fondos público. Asevera que la Municipalidad de Montes de Oca pagará sesenta y un millones de colones anuales por este incentivo a tan solo cuarenta funcionarios. Señala que el aumento anual del 20% aprobado en la convención colectiva y en el Reglamento de Normas para la Aplicación de Carrera Profesional ha venido impactando groseramente los presupuestos municipales en los últimos años. Agrega que al resto de funcionarios públicos profesionales y bajo el amparo del Régimen del Servicio Civil se le reconoce únicamente la suma de mil novecientos nueve colones, con un tope máximo de 20 puntos por modalidad; entendiéndose ellos como cursos de aprovechamiento, curso de participación, capacitación impartida y publicaciones, ello a diferencia de la Municipalidad de Montes de Oca en donde no existe tope de los puntos para solicitar su reconocimiento y pago. Expone que los artículos 14 y 15 de la Convención Colectiva objeto de esta acción, en concordancia con el artículo 24 del Reglamento Autónomo de Servicios de la Municipalidad de Montes de Oca son inconstitucionales en tanto permiten el pago de cesantía a los funcionarios que voluntariamente den por terminado su contrato sin justa causa, lo cual se contrapone a la pérdida del derecho que prevé la legislación laboral común, cuando es el trabajador es el que da por terminado el contrato de trabajo. Es decir que el trabajador sólo tiene el derecho al auxilio de cesantía cuando está en alguna de las situaciones previstas de los artículos 29 y 83 del Código de Trabajo. De igual manera, alega que son inconstitucionales en tanto estipulan el pago de dicha cesantía de manera ilimitada en cuanto a los años servidos. Es decir que rompe el tope de años de cesantía en contraposición al tope de 8 años establecido en la legislación laboral común -artículo 20 inc) 4 del Código de Trabajo-. Considera el accionante que estas normas conceden privilegios a un grupo de trabajadores municipales sin que existan razones objetivas que justifiquen un trato desigual con el resto de trabajadores. El derecho que tienen los trabajadores de obtener el pago del auxilio de cesantía sin limite de años, resulta desproporcionado, cuando en al resto de la Administración y en la empresa privada, dicha indemnización se otorga con un tope máximo de ocho años, o como lo ha establecido la Sala Constitucional a un máximo de veinte años. Estima que lo más grave de este trato discriminatorio, es el reconocimiento del pago del mencionado instituto aún en el caso de renuncia voluntaria, con lo cual se violentan los principios de racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad por cuanto este privilegio se otorga sin que existan criterios objetivos y razonables que los justifiquen. 
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	NO. BOLETÍN
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	127
	02 de julio del 2012
	Sentencia 2011-16942
Expediente 07-006845-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Iris Westin Bonilla contra el Artículo 17 de la Ley No. 1922 del 5 de agosto de 1955. Se corrige la parte dispositiva de la sentencia número 16976-2008 de las 14:54 horas del 12 de noviembre del 2008, por lo que en el por tanto debe leerse correctamente: “Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucionalidad el artículo 17 de la Ley No. 1922 de 5 de agosto de 1955. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia tiene efectos declarativos a partir de esta fecha. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa. La Magistrado Calzada y el Magistrado González Quiroga, salvan el voto y declaran sin lugar la acción”. La Magistrado Calzada Miranda pone nota.



	130
	05 de julio del 2012 
	Sentencia 2012-06877

Expediente 11-010973-0007-CO. A las dieciséis horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 133 Inciso H), Artículo 71 Bis Inciso E) Ambos de la Ley de Tránsito. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso b) de la misma Ley. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso e) de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota



	140
	19 de julio del 2012
	Sentencia 2012-05596

Expediente 11-011326-0007-CO. A las dieciséis horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Alicia Fournier Vargas, Francisco Chacón González, Juan Bosco Acevedo, Sianay Villalobos Arguello contra el Acto Legislativo de Integración de la Subcomisión que analizará y rendirá criterio sobre el presupuesto ordinario de la República para el ejercicio económico 2012. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el punto C.1 de la sesión extraordinaria No. 32 del 5 de septiembre de 2011 de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, por la manera en que integró la Subcomisión destinada para estudiar y dictaminar el Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 2012, expediente legislativo No. 18.234. Sin embargo, de conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia para que las consecuencias de esta declaratoria de inconstitucionalidad no afecten la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	141
	20 de julio del 2012
	Sentencia 2012-04942

Expediente 11-000738-0007-CO. A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad. Maria Gisela Ortiz Rivera, Secretario General de la Unión de Personal del Instituto Nacional de Seguros en contra del artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros y disposiciones para la aplicación del Beneficio por incapacidad firmadas por la Gerencia.- Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 5 de las Disposiciones para la Aplicación del Beneficio por Incapacidad, aprobadas por la Gerencia del Instituto Nacional de Seguros, el trece de diciembre del dos mil seis, mediante memorando resolutivo número 2006-2127, por infracción al derecho a la Salud, al derecho al Trabajo y al derecho a la seguridad social. En lo demás, se declara sin lugar la acción. De conformidad con los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se dimensionan los efectos en el sentido de que la presente declaratoria de inconstitucionalidad no afecta aquellos despidos que se hubieran consolidado antes de la fecha de publicación del primer aviso acerca de la interposición de este proceso -Boletín Judicial número 93 del dieciséis de mayo de dos mil once-, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se exceptúa el caso concreto que sirvió de base a esta acción, en relación con el cual la retroactividad es de principio. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y el Magistrado Hernández salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	143
	24 de julio del 2012
	Sentencia 2012-07425

Expediente 11-015813-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se corrige el error material que contiene la sentencia No. 2012-003945 de las dieciséis horas y veinticinco minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce, dictada en la acción de inconstitucionalidad número 11-015813-0007-CO, y se advierte que el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, se anula en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso "b)", y no como por error material se indicó en esa resolución. En consecuencia, en la segunda frase del Por tanto de esa sentencia, entre las palabras "en relación con" y "de la misma Ley", léase correctamente como sigue: "lo dispuesto en el artículo 98 inciso b), numeral 1)". La misma corrección deberá tenerse por hecha en los Considerados III y VII de la sentencia. Comuníquese esta resolución aclaratoria a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquesele íntegramente en el Boletín Judicial.



	143
	24 de julio del 2012
	Sentencia 2012-05284

Expediente 10-009086-0007-CO. A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 5 frase final, Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional N°. 7302 y –artículo 15 del Reglamento de la Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional. Decreto Ejecutivo 33080-mtss-h. Se declara con lugar la acción. En consecuencia debe interpretarse la frase final del artículo 5° de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley #7302 y el artículo 15 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo #33080-MTSS-H en el sentido que ambas normas incluyen el rubro salarial denominado desarraigo. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	144
	26 de julio del 2012
	Sentencia 2012-05250

Expediente 11-09987-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Intervinieron también en el proceso Magda Inés Rojas Chaves, Procuradora General Adjunta en representación de la Procuraduría General de la República y Carlos E. Rivas Fernández, apoderado general judicial del Consejo de Seguridad Vial. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	128-129-130
	03-04-05 de julio del 2012
	Sentencia 2012-06876

Expediente 12-004281-0007-CO. A las dieciséis horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Se impugna el artículo 131 inciso b) en relación con el 79 inciso c) y el 116 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para quien irrespete las señales de tránsito que indiquen carril exclusivo para buses. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.



	128-129-130
	03-04-05 de julio del 2012
	Sentencia 2012-07214

Expediente 10-02195-0007-CO. A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Resolución Administrativa del Catastro Nacional de las 15:31 horas del 31 de octubre de 1994. Se declara sin lugar el recurso.-



	128-129-130
	03-04-05 de julio del 2012
	Sentencia 2012-07212

Expediente 10-11964-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 25 párrafo 3 inciso c) y 54 párrafo 5 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República. Artículo 18 de la Ley 8422. Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Se declaran sin lugar las acciones acumuladas. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción, únicamente en lo que atañe al artículo 25, párrafo 3°, inciso c), del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República.- El Magistrado Castillo pone nota.-



	140-141-142
	19-20-23 de julio del 2012
	Sentencia 2012-07425

Expediente 11-015813-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se corrige el error material que contiene la sentencia No. 2012-003945 de las dieciséis horas y veinticinco minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce, dictada en la acción de inconstitucionalidad número 11-015813-0007-CO, y se advierte que el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, se anula en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso "b)", y no como por error material se indicó en esa resolución. En consecuencia, en la segunda frase del Por tanto de esa sentencia, entre las palabras "en relación con" y "de la misma Ley", léase correctamente como sigue: "lo dispuesto en el artículo 98 inciso b), numeral 1)". La misma corrección deberá tenerse por hecha en los Considerados III y VII de la sentencia. Comuníquese esta resolución aclaratoria a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquesele íntegramente en el Boletín Judicial.
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ACCIONES Y CONSULTAS

ASAMBLEA LEGISLATIVA. 9137-12. ESTABLECIMIENTO DE UN CENTRO DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN CON INDIA. Consulta Legislativa referente a la  Aprobación del Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de India para el Establecimiento de un Centro de Excelencia en Tecnología de la Información (CETI) en Costa Rica. Expediente Legislativo 17.586. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación del Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de la India para el Establecimiento de un Centro de Excelencia en Tecnología de la Información (CETI) en Costa Rica Expediente 17.586., no resulta inconstitucional. Evacuada
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 9142-12. OMISIÓN LEGISLATIVA EN APROBAR LEY QUE TRASLADEN COMPETENCIAS A LAS MUNICIPALIDADES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 170 de la Constitución Política. Omisión Legislativa de aprobar al menos 7 leyes que trasladen competencias y recursos a los gobiernos locales. Solicita que el proyecto del Ley 18001, que es la primera ley especial sobre el tema, que hasta ahora se ha planteado, sea aprobado antes de aprobar el presupuesto del 2113. Con anterioridad a la formulación del presente asunto, se tramitan ante esta Sala la acción de inconstitucionalidad número 10-015319-0007-CO, contra la Ley 8801 "Ley General  de  transferencia  de  competencias  del  Poder  Ejecutivo  a  las Municipalidades" del  28 de abril del 2010, dentro de la cual se acusa el quebranto del artículo 33 y 170 de la Constitución Política. En consecuencia, dada la relación existente entre dicho   proceso y la presente acción,   a fin evitar resoluciones contradictorias, se impone suspender    la tramitación de este asunto a la espera de lo que se resuelva en la referida acción de inconstitucionalidad. Se suspende la tramitación de esta acción hasta tanto no se resuelva  la acción de   inconstitucionalidad   que   se   tramitan   en   expediente   número.
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 9143-12. DECRETOS LEY DICTADOS POR LA JUNTA FUNDADORA DE LA SEGUNDA REPÚBLICA. Acción de inconstitucionalidad contra los Decretos Leyes Nº 2, 3, 6,  9, 32, 41,49 y 159 dictados por la Junta Fundadora de la Segunda República. Emitidos el 06 de mayo de 1948. Se acusa que en los decretos-leyes con carácter de sentencia, impugnados se ordenó la intervención de personas, bienes y valores sin fundamento alguno, por supuesto fraude o defraudación al fisco. Al no existir ninguno de los supuestos permitidos por el párrafo segundo del artículo 75 citado, los promoventes carecen de la legitimación activa necesaria para gestionar en esta sede, lo que implica necesariamente  rechazar de plano la presente acción de inconstitucionalidad, como en efecto se dispone. RP
CIVIL. 9146-12. EN APELACIÓN NO SE PERMITE QUE LA PARTE EXPRESE AGRAVIOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 574 del Código Procesal Civil, reformado por ley 7725 y la Jurisprudencia del Tribunal Superior Civil de San Ramón y del Tribunal Segundo Civil, Sección Primera de San José. (Sentencias 223-10, 143-10 y 425-10). 
La norma impugnada eliminó la audiencia de 10 días para que la parte apelante exprese agravios. la Sala ya se refirió al tema planteado en la acción de inconstitucionalidad que nos ocupa, criterios que no ameritan ser variados, por lo que la acción resulta improcedente en todos sus extremos, como en efecto de declara. RF
CIVIL. 12-8040 / 9160-12. DEBERES ALIMENTARIOS DENTRO DE UN PROCESO SUCESORIO. Consulta Judicial referente al artículo 939 del Código Procesal Civil. La norma señala que  “instancia de interesados, el tribunal podrá mandar que de los productos de la administración se les entregue a los herederos, legatarios o cónyuge sobreviviente, por concepto de alimentos, hasta la cantidad que respectivamente pueda corresponderles, como renta líquida de los bienes a que tengan derecho…Cuando haya dinero que no produzca rentas, previa autorización del tribunal, el albacea podrá colocarlos en depósitos nominativos a plazo en bancos estatales, con el objeto de que se les paguen alimentos a las personas mencionadas en el párrafo anterior, siempre y cuando no se comprometa o dificulte la ulterior partición; también podrá entregarles sumas de dinero, entendiéndose que la entrega es a buena cuenta de lo que en definitiva le corresponda al heredero dentro del caudal hereditario. El consultante considera que esta norma contraviene la normativa internacional de protección de menores, pues la deuda por alimentos supera la cuota hereditaria. Considera la Sala que la norma en cuestión no establece privilegios ni prohibiciones; precisamente coloca a todos los herederos en condiciones de igualdad para optar por el beneficio, porque aquel se les otorga en razón de su condición de tales y no por ser -de hecho o de derecho-, acreedores alimentarios. Con base en lo anterior, y dado que no existen motivos para variar el criterio ya vertido por esta Sala la norma consulta no resulta inconstitucional. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que del artículo 939 del Código Procesal Civil no es inconstitucional. 

CONFLICTO. 12-6957 / 9139-12. CONFLICTO ENTRE EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES Y EL MINISTERIO DE HACIENDA. Conflicto de competencia. Se acusa la omisión del Ministerio de Hacienda de aplicar el aumento salarial dictado por el Tribunal Supremo de Elecciones para sus funcionarios, para el primer semestre del 2012, por un monto del 1,90%. Se afirma que constitucionalmente, el TSE ejerce la política salarial de sus funcionarios. Para la Sala, lleva razón el Tribunal Supremo de Elecciones en su planteamiento, pues su condición de órgano equiparado a Poder de la República le permite en este caso particular, decidir de forma autónoma e independiente la manera específica en la que deben gastarse una o varias de las partidas presupuestarias que le fueron autorizadas luego del procedimiento constitucional establecido, sin que en ello puedan incidir necesidades de conveniencia y oportunidad como las que alega el Ministerio de Hacienda se presentan en el caso. Se declara que la competencia para decidir cómo se deben ejecutar las partidas presupuestaria ya aprobadas para el Tribunal Supremo de Elecciones y particularmente en lo relacionado con el aumento de los salarios de los servidores del Tribunal Supremo de Elecciones, radica en lo que al respecto llegue a decidir el órgano jerarca de dicha institución, sin que pueda el Poder Ejecutivo negarse a realizar los actos que le correspondan para hacer efectivo dicho pago, por razones de conveniencia u oportunidad.- Notifíquese.-

CONTRATOS. 10-015565 / 9199-12. APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA. SOLICITUD DE ADICIÓN Y ACLARACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el transitorio único de la Ley número No. 8701 del 13 de enero del 2009. La norma se impugnó en cuanto, a juicio de los accionantes, lesiona el principio de irretroactividad de la ley, pues faculta a la administración a aplicar las disposiciones de la reforma parcial de la ley de la contratación administrativa n.7494, efectuada por ley 8701, a todos los procedimientos sancionatorios en trámite, incluso aquellos que surgieron cuando no estaba vigente la normativa. Esta acción fue rechazada de plano mediante sentencia 6408-12 y las partes plantearon un recurso de adición y aclaración; no obstante, con base en las consideraciones dadas en la sentencia se dispuso que no ha lugar a las gestiones formuladas. No ha lugar a las gestiones formuladas. RP
CONTRALORÍA. 12-002193 / 9141-12. SANCIONES IMPUESTAS POR LA CONTRALORIA A FUNCIONARIOS PÚBLICOS. Acción de inconstitucionalidad contra los oficios: 11519 resolución DJ-1286 del 21-11-2011, 13052 resolución DJ-1384 del 21-12-2011, 01401 resolución N-146-2012 del 10 de febrero del 2012, todos de la División Jurídica de la Contraloría General de la República. Las resoluciones impugnadas fueron emitidas dentro de un procedimiento administrativo contra funcionarios del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en donde se les sanciona administrativamente por sus acciones respecto de un contrato de consultoría y construcción, desconociendo el procedimiento que tiene para efectos de sanciones laborales la Convención Colectiva de la institución. A juicio de los accionantes los oficios impugnados lesionan la autonomía universitaria. la acción resulta inadmisible en razón del objeto, pues si bien el artículo 73 inciso b) de la Ley   de   la   Jurisdicción   Constitucional   permite   que   la   acción   de inconstitucionalidad sea interpuesta contra actos concretos  de las autoridades administrativas, cuando infrinjan, por acción u omisión, alguna norma o principio constitucional, también lo es que advierte a reglón seguido que ello solo es posible 
si no fueren susceptibles  de los recursos  de habeas corpus  o de amparo. Se rechaza de plano la acción. RP
MUNICIPALIDAD. 12-004347 / 9144-12. PLAN REGULADOR DE MORAVIA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 6 del Plan Regulador de la Municipalidad de Moravia. La norma establece las características que deben poseer lo lotes en el cantón de Moravia y se acusa que se ha malinterpretado, permitiendo variaciones en negocios como pulperías y abastecedores y no a otros como el que la accionante pretende instalar, lesionando con ello el principio de igualdad al negarle el permiso de uso de suelo, lo cual considera que viola el principio de razonabilidad y de proporcionalidad. A juicio de este Tribunal, la limitación impuesta, en tanto ajustada a un plan regulador vigente, no violenta, como se sugiere en la presente acción, los numerales 33, 45 y 46 de la Constitución Política, además de resultar congruente con los principios de razonabilidad y proporcionalidad. En aplicación de los  antecedentes  jurisprudenciales  expuestos, considera este Tribunal que la norma impugnada no es inconstitucional y en ese sentido, procede rechazar por el fondo la acción interpuesta. Se rechaza por el fondo la acción. RF
NOTARIAL. 12-006154 / 9150-12. JURISPRUDENCIA NOTARIAL. Acción de inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia notarial, referente a los artículos 19, 168 y 174 del Código Notarial. Sentencias 1003-2010 y 556-2010. La jurisprudencia cuestionada permite que los notarios sean sancionadas administrativamente, a pesar de que por los mismos hechos, fueron absueltos en vía penal. La gestión incumple con algunos de los requisitos formales 
establecidos en la Ley de esta jurisdicción para la admisibilidad de las acciones de inconstitucionalidad. se rechaza de plano la acción. RP
PENAL. 12-7999 / 9159-12. SUSPENSIÓN DEL PROCESO A PRUEBA. Consulta judicial referente a la posición del Ministerio Público en cuanto no acepta la suspensión del proceso a prueba, en los delitos de conducción temeraria, con una ingesta de alcohol que supere los dos gramos por cada litro de sangre. Al tenor de lo dispuesto  en el artículo 102 párrafo primero de la Ley de Jurisdicción Constitucional,  es admisible la consulta de constitucionalidad en relación con disposiciones  de carácter general, a saber, leyes,  reglamentos,  decretos,  circulares,  directrices,  etc.  Asimismo,  puede consultarse la jurisprudencia de los tribunales, de conformidad con lo previsto en el artículo 3 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. No obstante, en este caso, lo cuestionado no es una disposición de carácter general, sino el criterio externado por el representante del Ministerio Público, de no negociar una medida alternativa, lo cual, trasciende la finalidad de la consulta judicial. Con base en lo expuesto, se estima que la consulta es inadmisible y por ende, se declara inevacuable.
PENSIÓN. 12-5848 / 9149-12. REQUISITOS PARA PENSIONARSE POR INVALIDEZ. Consulta Judicial referente a los artículos 6 y 8 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS. Las normas impugnadas establecen los requisitos para que los asegurados se pensionen por invalidez. Se cuestiona propiamente el porcentaje de invalidez del 66.66% y el que se deba cumplir un número de cuotas. En el caso que nos ocupa, es claro que la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social tiene la potestad suficiente que se deriva de la autonomía administrativa y de gobierno para emitir la normativa regulatoria de los seguros 
sociales, lo que implica el poder de establecer requisitos y otros condicionantes atinentes al otorgamiento y disfrute de la pensión. Por otra parte, también ha declarado esta Sala que no se requiere de una ley para tales regulaciones,  por cuanto es claro que la misma Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social había regulado este derecho fundamental, delegación que recibe del artículo 73 de la Constitución Política. En consecuencia, no se puede afirmar que existe una  prohibición  a  la  Caja  de  definir  administrativamente  los  requisitos  y momentos para el otorgamiento de una pensión. Se evacua la consulta judicial formulada en el siguiente sentido: a) El artículo 8 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte no es contrario al principio de reserva de ley; y b) el Juzgador debe estarse a lo resuelto por esta Sala en la sentencia No. 2011-12482 de las catorce horas con cuarenta y nueve minutos del 14 de septiembre de 2011 en cuanto consulta la constitucionalidad del artículo 6 del mismo reglamento; y c) en lo que se refiere a los artículos consultados, no infringen el principio de razonabilidad y proporcionalidad de las normas. 

PENSIONES ALIMENTARIAS. 12-005762 / 9147-12. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS PARA OBLIGADOS ALIMENTARIOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Contra impedimento de salida del país a los obligados alimentarios, salvo que depositen por adelantado 12 meses de pensión. Se acusa que en el caso concreto la pensión es rebajada automáticamente. Sobre lo planteado debe considerarse, que aún cuando la accionante estima inconstitucional la aplicación de la normativa supra citada, lo cierto es que esa interpretación obedece a lo resuelto por la autoridad judicial en el 
caso específico por él planteado, o sea, que tal cuestionamiento responde a su inconformidad con lo resuelto en la resolución. De conformidad  con el artículo 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no cabrá dicha acción en contra de los actos jurisdiccionales del Poder Judicial. En razón de lo anterior y de conformidad con el artículo 9° de la Ley que rige esta jurisdicción, lo procedente es rechazar de plano la acción. RP
PODER JUDICIAL. 12-008043 / 9161-12. DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. Considera la Sala que la  falta  de impugnación de las sentencias que se dicten en los procesos laborales de menor cuantía, no resulta contraria al principio de la doble instancia, pues éste principio contenido en el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, está referido, únicamente, a la materia penal, lo que no sucede con otras materias como la laboral. Con fundamento en el criterio reiterado por esta Sala, el artículo 10 de la Ley número 4284, no resulta contraria al principio de la doble instancia, ni a las garantías del debido proceso, por lo que la presente acción se rechaza por el fondo. RF
SALUD. 12-008511 / 9177-12. DIRECTRIZ DE LA CAJA SOBRE ACCESO A EXÁMENES DE LABORATORIO. Acción de inconstitucionalidad contra la Directriz de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se impugna directriz de la CCSS (no se especifica), en tanto da un trato de diferente a los pacientes provenientes de médico de empresa o medicina mixta, respecto a los pacientes que van a consulta externa, en tanto a los primeros se les limitan una serie de exámenes de laboratorio, aún cuando todos contribuyen a la seguridad social de igual forma. La Presidencia de esta Sala podría haberle prevenido la presentación de los requisitos que fueron omitidos, sin embargo, lo cierto es que en este caso dicha prevención implicaría la presentación de una nueva gestión, ya que no se cumple ninguno de los requisitos previstos por la Ley que rige esta jurisdicción, motivo por el cual, la gestión deviene improcedente y manifiestamente infundada, por lo cual procede su rechazo de plano, al tenor de lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
TRANSITO. 12-002422 / 9206-12. MULTA DE TRÁNSITO POR CONDUCIR UN VEHÍCULO ALTERADO O MODIFICADO EN EL SISTEMA DE CONTROL DE EMISIONES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso h) de la Ley de Tránsito. La norma se impugna en cuanto establece  una multa del cincuenta por ciento (50%) del salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, a quien conduzca un vehículo que se encuentre alterado o modificado en el motor, los sistemas de inyección o carburación, o los sistemas de control de emisiones que disminuyen la contaminación ambiental, o a quien viole lo dispuesto en el inciso 1), apartado u) del artículo 32, los incisos a), b) y c) del artículo 35, los incisos a), b), c) y d) del artículo 36 y el artículo 122 de la presente Ley. Dicha multa se considera desproporcionada, pues el parámetro para establecerla es el salario mínimo de un auxiliar judicial, sin embargo, esa no es la realidad económica de todas las personas, ya que muchas personas ganan mucho menos, no tienen un salario fijo, o bien, se encuentran desocupados, por lo que no se toma en cuenta la capacidad económica del sancionado. Según las consideraciones de la Sala expuestas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL
TRANSITO. 12-003741 /9205-12. SANCIONES DE PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA  DE CONDUCIR EN TRANSPORTES ESPECIALES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 71 bis inciso b) y 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. Contra sanciones de pérdida de puntos en la licencia de conducir, porque presta el servicio de transporte a estudiantes sin autorización, aún cuando es chofer contratado. Señala el recurrente que el que no se le permita conducir más por esa infracción, lesiona su derecho de trabajo, pues su oficio ha sido en los últimos años el de conducir busetas de estudiantes. Según las consideraciones de esta Sala expuestas en la sentencia se declara con lugar la acción en cuanto al rebajo de puntos de la licencia previsto en el artículo 71 bis inciso b) en relación con el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En cuanto al artículo 130 inciso c) de la referida Ley se rechaza por el fondo la acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
TRANSITO. 12-004693 / 9200-12. MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y EL VIRAJE PROHIBIDO. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Se rechaza de plano la acción. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza de plano la acción. RP
TRANSITO. 12-005845 / 9203-12. MULTA POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS. PROHIBICIÓN DE VIRAR A LA DERECHA.  Acción de inconsticionalidad contra los artículos 131 inciso b) en relación con los artículos 76 inciso c) y 116 de la Ley de Tránsito. Las normas imponen multa por el irrespeto a señales fijas que expresan la prohibición de virar a la derecha, cuya monto de la multa considera irracional y desproporcionada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso  p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción del 75% de un salario base mensual correspondiente al "auxiliar administrativo I", que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial,  a quien irrespete la señal fija de prohibición de viraje a la derecha. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.-Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Rueda pone nota. CL
TRANSITO. 12-006439 / 9204-12. MULTAS POR ESTACIONAMIENTO EN ZONA PROHIBIDA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura la accionante que a pesar de que la multa fue declarada inconstitucional, se sigue aplicando el monto anteriormente establecido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres número  7331, reformado por el artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, únicamente, en relación con la sanción que se impone al conductor que estacione su vehículo en zona prohibida.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad .- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota. CL
TRANSITO. 12-006862 / 9201-12. MULTA DE TRÁNSITO POR NO RESPETAR SEÑALAS FIJAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 131 inciso b), 79 inciso c) y 116 de la Ley de Tránsito. Se impone una sanción por no respetar una señal de tránsito de “no adelantar”. Se acusa que la multa es desproporcionada e irracional. Se rechaza por el fondo la acción. RF
TRANSITO. 12-007148 / 9202-12. MULTA POR CONDUCIR SIN LICENCIA O PERMISO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 130 inciso b) de la Ley de Tránsito. La norma establece una multa “a quien conduzca sin haber obtenido la licencia de conducir o el permiso temporal de aprendizaje, o al aprendiz de conductor que, portando el permiso temporal, no se haga acompañar de alguna de las personas autorizadas de conformidad con el inciso b) del artículo 66 de la presente Ley”. Se considera que la multa es desproporcionada e irrazonable. Se rechaza por el fondo la acción. RF
TRANSITO. 12-007462 / 9207-12. SANCIÓN CON PÉRDIDA DE PUNTOS DE LA LICENCIA. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos artículos 71 bis inciso c), 133 inciso e) en relación con el 101 inciso f) de la Ley de Tránsito. Se acusa que se impone la sanción de pérdida de puntos en la licencia a los choferes, lo cual considera el accionante es irrazonable y desproporcionado. Considera esta Sala que según las disposiciones del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que si la acción no llena las formalidades a que se refieren los dos artículos anteriores, el Presidente de la Sala señalará por resolución cuales son los requisitos omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día, como en efecto se hizo en este caso. Esa misma norma agrega que si no se diere cumplimiento a lo ordenado,  el Presidente denegará el trámite de la acción. Puesto que en el sub examine, la parte accionante efectivamente ha incumplido  la prevención que se le formuló, se deniega de trámite a esta acción. 
TRIBUTARIO. 12-004824 / 9145-12. LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 2, 3 y 8 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024. Las normas que se impugnan en tanto el hecho generador del impuesto es únicamente, se exoneran algunas, se aumenta en otras. Considera la Sala que es  importante  establecer  que  el  proyecto  de  ley contiene las cláusulas de equidad,  como lo comentado  respecto del Transitorio V, o en el caso de las sociedades  que apenas inician  y cumplen con un estándar mínimo de producción, no estarían ante una precaria situación, dado que la ley hace de ellos un tratamiento distinto.  En este sentido, el legislador ha establecido la posibilidad de que en tratándose de pequeñas y medianas empresas, quedan exentas del impuesto si cumplen con determinados requisitos. Por otra parte, aun cuando no se lucre, la carga que se establece para sociedades que no ejercen el comercio o estén inactivas, se reduce a la mitad de las que ejercen el comercio o están activas, de manera que se contempla una forma de distribución de la carga tributaria en función de la actividad empresarial que siempre está latente. Y, por último, se exonera de impuesto sobre el traspaso y de pago de timbres y derechos registrales, los  traspasos de bienes muebles e inmuebles que se realicen de sociedades mercantiles  que hayan estado inactivas  ante la autoridad tributaria  por lo menos veinticuatro meses con anterioridad  a la vigencia de esta ley a otras personas físicas y/o jurídicas; lo anterior por una única vez. Se rechaza de plano la acción en cuanto a la impugnación de los artículos 2 y 8 de la Ley 9024. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la impugnación del artículo 3 de la misma ley. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto, únicamente, en cuanto al rechazo por el fondo. RP
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 9253-12. PROYECTO A LA LEY DE TRÁNSITO. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial. Expediente No. 18.032. En este caso, señala la Sala que de conformidad con los requisitos legalmente establecidos  para la admisibilidad de las consultas legislativas de constitucionalidad de carácter facultativo, y de acuerdo  a lo indicado en esta resolución, lo que corresponde es declarar la inadmisibilidad de esta consulta respecto de los dos motivos de constitucionalidad por razones de forma, e igualmente respecto  de los motivos por razones de fondo relacionados con el sistema de evaluación permanente de conductores, el régimen diferenciado para conductores noveles y profesionales, y el sistema de multas, y declarar la admisibilidad de la consulta en lo que respecta al inciso a) del artículo 135, el artículo 168 y el artículo 249 del proyecto de ley consultado. Se declara la inadmisibilidad e inevacuabilidad de la Consulta respecto de los dos motivos de constitucionalidad por razones de forma, e igualmente respecto de los motivos por razones de fondo relacionados con el sistema de evaluación permanente de conductores, el régimen diferenciado para conductores noveles y profesionales, y el sistema de multas. Se rechazan las solicitudes de coadyuvancia presentadas. Por mayoría, y de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del artículo 96, así como en los artículos 98 y 100 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tiene por recibida la consulta legislativa de constitucionalidad formulada por los Diputados, respecto del inciso a) del artículo 135, el artículo 168 y el artículo 249 del proyecto de “Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial”, que se tramita bajo el expediente legislativo número 18.032, de conformidad con los argumentos referidos en el 1 Resultando de esta sentencia. Solicítese al Directorio de la Asamblea Legislativa, por medio de su Presidente, la remisión del expediente legislativo número 18.032, o bien copia certificada del mismo. Se advierte que el plazo establecido en el artículo 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional empieza a contar una vez que se tengan los elementos de juicio para conocer, es decir, después de recibidos los documentos supra solicitados, pues es a partir de ese momento que se procede a designar internamente un Magistrado que inicie el estudio sobre el fondo de los asuntos consultados. La Magistrada Calzada salva el voto y declara inadmisible e inevacuable la consulta en todos sus extremos. Admitida parcialmente
BANCARIO. 9214-12. PROCEDIMIENTO PARA EL NOMBRAMIENTO DE REPRESENTANTES DE LA ASAMBLEA DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL BANCO POPULAR. Acción de inconstitucionalidad contra los Decretos Ejecutivos 35687-MTSS. Publicado en La Gaceta No. 3 del 06 de enero del 2010 y el 35717-MTSS. Publicado en La Gaceta No. 21 del 01 de febrero del 2010. Los accionantes solicitan la anulación de la totalidad del Decreto 35687-MTSS, reformado por el Decreto 35717-MTSS denominado “Reglamento al inciso c) del artículo 14 bis de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal: denominado “Determinación de criterios y requisitos para la acreditación de delegados y delegadas sectoriales de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular y de Desarrollo Comunal”, porque  consideran que vulnera los artículos 188 y 140 inciso 3) de la Constitución Política, los principios de legalidad, separación de poderes, interdicción de la arbitrariedad. Igualmente acusan la inconstitucionalidad de varias normas en concreto, por la infracción del principio de reserva de ley, debido proceso, derecho de elegir y ser electos, los principios de autonomía de la voluntad y de razonabilidad y proporcionalidad. Señala la Sala que el Banco, como lo define su Ley de Creación, es  un ente público no estatal y si bien la ley le confiere autonomía administrativa y funcional,  no lo dota  de   autonomía política, por lo que resulta evidente que no fue creado  por el legislador como institución autónoma. En consecuencia, no puede el ente ni cualquier operador jurídico derivar la existencia de una autonomía constitucionalmente garantizada ni invocar legítimamente la protección del artículo 188 constitucional  a favor del banco. Según se desprende de la normativa impugnada, el legislador estableció un mecanismo  para contar con criterios objetivos que respalden la determinación de cuáles sectores deben estar representados en la Asamblea y en qué proporción;  lo anterior a fin de  garantizar la legitimidad de los representantes. La Asamblea es un órgano representativo de los diferentes sectores sociales a que se refiere el artículo 14 de su Ley y los trabajadores copropietarios del Banco están representados en los órganos corporativos colegiados, no en su condición individual, sino como parte de sectores. De allí que tanto el artículo 7 bis, como los artículos 16 y 42 del Decreto 35687, que  disponen, el primero, que los delegados deben pertenecer al sector que representan y que en caso de dejar de representar a ese sector, pierden la credencial de delegado, el segundo, lo que hacen es reafirmar lo dispuesto en la Ley en orden a los criterios para designar los representantes de la Asamblea. Por consiguiente, las disposiciones cuestionadas no exceden ilegítimamente la potestad reglamentaria, ni lesionan el principio de interdicción de la arbitrariedad. Por lo anterior, la acción resulta improcedente  en tanto se alega que los Decretos  N.35687 y N.35717 infringen  el artículo 140 inciso 3 de la Constitución Política. Asimismo, se indica que la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular no es un órgano de representación ni participación política y que la función de Delegado o Delegada de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular no es un cargo  ni una función pública. Tampoco lo es la condición de miembro de la Comisión de Acreditación de Delegados y Delegadas ante la Asamblea  de Trabajadores    y Trabajadores  del Banco, pues este órgano es un instrumento para que la Asamblea de Trabajadores ejerza una función legalmente establecida, en el cual participan representantes ad honorem de los sectores representados en la Asamblea. Visto que ninguna de las normas impugnadas atañe a los derechos políticos tutelados en el Derecho de la Constitución, la acción debe ser desestimada también en cuanto a este extremo. Considera la Sala que la ausencia de disposiciones transitorias que protegieran los derechos o intereses de los accionantes no infringe la Constitución Política, ni causa la inconstitucionalidad  de las normas objeto de estudio, pues no existe un derecho fundamental a integrar la Comisión de Acreditación de la Asamblea de Trabajadores del Banco Popular y de Desarrollo Comunal.  Si se hubiera producido  una afectación por la destitución de los accionantes  de la Comisión, esta debe ser discutida en la jurisdicción ordinaria, y no en la vía de la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, la acción debe ser desestimada también al reproche de inconstitucionalidad en análisis. Es criterio de este Tribunal, la supuesta  atribución de funciones  al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, y a otros órganos como CONADECO, en contraposición de las leyes que rigen a los sujetos privados representados en la Asamblea de Trabajadores y de la Ley General de la Administración Pública, son extremos que deben ser ventilados en la vía ordinaria. Finalmente, se indica que si bien algunas de las decisiones adoptadas por los involucrados en el proceso de acreditación, sea la Comisión o los distintos sectores que participan en las diferentes etapas del proceso no pueden apelar las decisiones contrarias a sus intereses antes del agotamiento de la vía administrativa, lo cierto es que cuentan con la posibilidad de acudir a la vía contenciosa, de conformidad con lo que dispone el artículo 49 de la Constitución. Se declara SIN LUGAR la acción. El Magistrado Jinesta Lobo declara sin lugar la acción por razones diferentes. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal ponen nota. SL
BANCARIO. 9221-12. CREACIÓN DE UNIDADES DE DESARROLLO POR DECRETO. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 22085-H-MEIC. Publicado en La Gaceta número 67 del 07 de abril de 1993. Solicita  el  accionante  que  se  declare  la inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo No. 22085-H-MEIC, por estimarlo contrario al principio de legalidad, por cuanto señala que de conformidad con esta disposición el Banco Nacional ha establecido arbitrariamente como medio de pago la unidad de desarrollo, que resulta distinta a la dispuesta por el Banco Central de Costa Rica, reformando con ello la norma legal monetaria. Sobre este tema en particular, la Sala ya se pronunció descartando la violación acusada, en sentencia 10310-05, en donde indicó que no se produce la violación acusada pues no estamos ante una modificación de la moneda nacional sino de una simple unidad de cuenta pactable entre las 
partes, por lo que procede rechazar por el fondo la acción.  RF 

COMERCIO. 12-5111. MULTA EN LEY DE PRODUCTORES, BENEFICIARIOS Y EXPORTADORES DE CAFÉ. Consulta Judicial referente al artículo 117 de la Ley sobre el Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiarios y Exportadores de Café. No. 2762. La norma establece una multa equivalente a cinco veces el precio promedio por kilogramo, según la liquidación final del café de la cosecha inmediata anterior y no permite al juez graduar la sanción, ni convertir la multa en días multa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se evacua la consulta en el sentido que el artículo 117 de la Ley Sobre Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café no viola el parámetro de proporcionalidad constitucional. En cuanto a los demás principios constitucionales invocados, no ha lugar a evacuar la consulta. Evacuada
CONTRALORÍA. 9215-12. INFORMES DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA SOBRE EL ITCR. Acción de inconstitucionalidad contra los oficios DFOE-SOC-1196 y DFOE-SOC-IF-75-2010 emitidos por la Contraloría General de la República. En esta acción se reclama contra las instrucciones específicas por medio de los cuales la Contraloría General de la República ordenó la realización de ciertos actos relacionados con el control de fondos públicos en el instituto accionante.- Se trata -en criterio de la Sala- de una actividad cuya finalidad es constitucional  tanto por su objeto (el control de fondos  públicos) como respecto del sujeto (Contraloría General de la República). Desde tal perspectiva  entonces,  no  existe  ninguna  lesión  constitucional  en  tanto  la autonomía de la que goza el instituto Tecnológico no es en relación con el actividad de vigilancia y control, y por el contrario debe entenderse que, en tanto se trata de actividad administrativa de control, la situación de este ente autónomo frente a la Contraloría es similar a los restantes órganos y entes públicos, pudiendo recibir, según proceda instrucciones y mandatos de hacer sin que con ello se lesione su ámbito de autonomía. Se declara sin lugar la acción planteada. SL
FAMILIA. 9224-12. IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 72 del Código de Familia. La norma, en lo que interesa señala que la paternidad de los hijos dentro del matrimonio, sólo puede ser impugnada por el marido o el apoderado generalísimo. Acusa la recurrente que no se permite a la madre impugnar la paternidad. En este caso se indica que ya la Sala resolvió el tema planteado mediante una Consulta Judicial, en donde por sentencia 6106-98 señaló que la norma impugnada no resulta inconstitucional,  ya que la diferenciación entre la legitimación procesal del padre y madre en lo que corresponde a la impugnación de la paternidad de los hijos habidos dentro del matrimonio, resulta fundada y razonable, en el tanto la paternidad es, ante todo, un nexo entre padre e hijo, donde el padre es el titular de un interés directo y personal por con base en el cual puede cuestionar la paternidad de sus hijos, en el sentido de que de ello pueda resultarle algún provecho  tutelable por el ordenamiento. Aunado al hecho, de que en todo caso la madre siempre tiene la posibilidad de ejercer la acción en interés de los hijos, actuando como su representante legal. Se rechaza por el fondo la acción. RF
MUNICIPAL. 9222-12. LEY DE RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS NO FUE CONSULTADA A LAS MUNICIPALIDADES. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 8794. Ley de Modificación a la Ley de Régimen de Zonas Francas, No. 7210 del 23-11-90 y las leyes 7830 y 7210. Se acusa que se omitió la consulta obligatoria a las Municipalidades, pues sus recursos se han visto disminuidos por los beneficios otorgados a las zonas francas. Se rechaza la acción porque el Alcalde no viene autorizado por el Consejo para accionar. Se señala además, que sobre el tema, se tramita otra acción de inconstitucionalidad que es la número 12-7693. Se rechaza de plano la acción. RF
MUNICIPAL. 9226-12. CREACIÓN DE LAS FIGURAS DE ALCALDE Y VICE-ALCALDES POR LEY. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 12 y 14 del Código Municipal. Se acusa que la figura de Alcaldes y Vicealcades no están contempladas en la Constitución Política como puestos de elección popular, lo cual se hizo mediante ley y no por reforma constitucional, como correspondía. En este caso, se indica que no considera este Tribunal que las normas impugnadas lesionen de modo alguno la Constitución, al establecer la elección del Alcalde y su sustituto por elecciones populares, toda vez que los mismos Constituyentes delegaron en la ley el mecanismo a idear para su nombramiento, sin que el hecho de que se haya dispuesto de esta manera alterara la función esencial ejecutora que le fue encomendada y sin detrimento de las potestades dadas a los síndicos. Más aún, la elección popular afianza los principios constitucionales democráticos de nuestro país y convoca a la población a ejercer su soberanía y a ser más participativo al decidir quiénes, no solo tomarán  las  decisiones  más trascendentales de su comunidad,  sino  que  las  ejecutará, en cuanto  a  los municipios se refiere. Todo lo cual impone, una gran responsabilidad  en el ejercicio del cargo, que incluso puede serle revocado por sus mismos electores. En razón de todo lo expuesto,  la Sala considera  que la presente acción debe ser rechazada por el fondo. Se rechaza por el fondo la acción. RF
PENITENCIARIO. 9236-12. BENEFICIOS PENITENCIARIOS. Consulta Judicial referente al artículo 25 del Reglamento Técnico del Sistema Penitenciario. Decreto Ejecutivo 33876-J del 11-07-2007. La norma dispone que para determinar si un privado de libertad es apto para un cambio de programa, se hará una evaluación extraordinaria, cuando cumpla con el primer tercio de la pena impuesta. Se ha interpretado que se debe obviar el tiempo laborado en prisión preventiva, para la aplicación de este artículo, otros dicen que si debe ser tomado en cuenta el tiempo laborado en prisión preventiva, esto con relación al beneficio del artículo 55 del Código Penal. En el caso concreto, tal y como lo ha dispuesto esta Sala en reiteradas oportunidades,  es al Tribunal Consultante, en el ejercicio de su competencia, a quien corresponde precisamente determinar si el criterio seguido por la Oficina de Cómputo de la Pena resulta apegado o no a lo dispuesto en la ley. No es función de esta Sala, sustituir o suplir a las autoridades judiciales, en la resolución de los casos sometidos a su conocimiento. Los jueces se encuentran obligados  a  aplicar  en  forma  directa  las  normas,  principios  y  valores constitucionales así como la jurisprudencia constitucional, en la resolución de los conflictos sometidos a su conocimiento, (en este sentido véase la sentencia número 2009-1450 de las quince horas y cincuenta y cinco minutos del cuatro de febrero del dos mil nueve). Por lo expuesto, no ha lugar a evacuar la consulta formulada. No ha lugar a evacuar la consulta.
PENSIÓN. 9216-12. SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS de 1971. La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas nupcias  y que se le daría una indemnización de 24 mensualidades de pensión. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 8890-2012 de las 16:01 horas del 27 de junio del 2012. La Magistrada Calzada pone nota. Estése.

PENSIÓN. 9217-12. SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS de 1971. La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 8890-2012 de las 16:01 horas del 27 de junio del 2012. La Magistrada Calzada pone nota. Estése.
PENSIONES ALIMENTARIAS. 9251-12. TOPE DE SEIS MESES PARA DICTAR APREMIO POR PENSIÓN ALIMENTARIA. Consulta Judicial referente a los artículos 25 párrafo segundo y  30 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Las normas impugnadas establecen que: “El apremio no podrá mantenerse por más de seis meses; se revocará, si la parte interesada recurre a la vía ejecutiva para cobrar la obligación o si el deudor alimentario la cancela”. Y que: “Se podrán cobrar alimentos por las sumas adeudadas durante un período no mayor de seis meses. Constituirán título ejecutivo, la resolución firme que establece lo adeudado y la que ordena el pago de gastos extraordinarios”. Considera el juez consultante que el tope establecido por las normas para ordenar la prisión preventiva por pensión alimentaria, es violatorio de lo dispuesto en el artículo 33 constitucional y lesiona los principios fundamentales establecidos a  favor de los menores de edad. Estése el juez consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-000895 de las catorce horas treinta minutos del veinticinco de enero de dos mil doce. Estése
PODER JUDICIAL. 9218-12. RECURSO DE SEGUNDA INSTANCIA EN MATERIA CONTENCIOSA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 83 bis de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, adicionado por el artículo 62 de la Ley 7472 del 20 de diciembre de 1994. La norma establecía que el dictado de la sentencia la haría la Sección Segunda del Tribunal Contencioso Administrativo y contra ésta cabrá recurso de segunda instancia, ante la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo, de manera que el mismo Tribunal conocía del recurso. Con la reforma, se eliminó implícitamente el recurso de segunda instancia. En este caso, por falta de asunto previo se rechaza de plano la acción. RP
SEGURIDAD SOCIAL. 9283-12. DERECHO DE IMPUGNAR TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTOS CONTRA TRABAJADORES INDEPENDIENTES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 21 del Reglamento para Verificar las Obligaciones Patronales y de Trabajadores Independientes de la Caja Costarricense del Seguro Social. La norma se impugna en cuanto impide la impugnación del acto de traslado de cargos, en los procedimientos para verificar obligaciones patronales. Se estima que dicha prohibición es contraria a las garantías del debido proceso y lesiona el derecho de defensa de los investigados, pues en aquellos casos en los que el traslado de cargos carece de los requisitos esenciales, como la imputación de cargos, el administrado queda en un estado de indefensión a través de todo el procedimiento. Además, la norma se considera contraria al principio de razonabilidad y proporcionalidad pues si bien es constitucionalmente posible limitar las impugnaciones administrativas en cuanto a número, tipos y plazos, lo cierto es, que la supresión total de esa facultad resulta inconstitucional. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza plano la acción. RP
TRABAJO. 9219-12. PUNTAJE PARA CONCURSOS A PUESTOS DE TRABAJO EN LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 13 inciso 4) del Reglamento de Concursos para Nombramiento en Propiedad de la Caja Costarricense del Seguro Social. Aprobado por la Junta Directiva de la CCSS, artículo 2, sesión 8449 del 27-05-2010. La norma señala que en la CCSS se otorgarán 2 puntos por cada año de experiencia laboral, obtenida al servicio a la institución, hasta un puntaje máximo de 20 puntos, en el caso de concursos. Los períodos menores a un año, no obtendrán puntaje alguno. El recurrente considera que es discriminatorio el hecho de que se de puntaje sólo a quienes hayan trabajado en la CCSS y no en otras instituciones del Estado. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. RP
TRABAJO. 9240-12. LIMITACIONES PARA EL NOMBRAMIENTO DE DIRECTOR EJECUTIVO EN EL IFAM. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 18 párrafo segundo de la Ley de Organización y funcionamiento del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Ley No. 4716 del 09-02-1971. La norma señala que “…no podrá nombrarse Director Ejecutivo a quien sea miembro de la Junta Directiva o lo hubiere sido en el año anterior al nombramiento; a quien sea regidor municipal, propietario o suplente y a las personas que sean cónyuges o parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive, de cualquiera de los miembros de la Junta Directiva o del Auditor.” El accionante considera que la norma es discriminatorio. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. RP
TRANSITO. 10021-12. MULTA POR CONDUCIR CON LICENCIA VENCIDA Y PLACAS EN MAL ESTADO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 134 d) y 141 d) de la Ley de Tránsito. Se impugnan las multas impuestas por conducir con la licencia vencida y con placas en mal estado. Se acusa que las multas son desproporcionadas e irrazonables.  Se deniega el trámite de la acción por no haber cumplido prevención. DT
TRIBUTARIO. 10015-12. COBRO DE IMPUESTOS A MAQUINARIA DE CONSTRUCCIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 9 de la Ley No. 7088 del 30 de noviembre de 1978. Ley de Reajuste Tributario y de la Resolución 18 inciso a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano, así como de los Decretos Ejecutivos 34109-H, 34871-H y 35605-H. Las normas se impugnan en cuanto incluyen  la maquinaria de construcción en el  cobro del impuesto a la propiedad de vehículos, aeronaves y embarcaciones, extendiendo el cobro, de manera inexplicable, irracional y antojadiza, a pesar de que ésta por definición no puede ser catalogada como un vehículo automotor, pues no tiene como función trasladar o transportar personas o mercadería por vías públicas terrestres y no se trata de un vehículo de lujo, como el ministerio ha sugerido. Dicha situación ha creado daños de difícil e imposible reparación para los dueños de maquinaria de construcción y al interés público, por los altos impuestos que se les ha exigido pagar, sin considerar la naturaleza del cometido de esa maquinaria y las particularidades de las personas que las poseen y emplean. El inciso 13 del artículo 121, expresamente define la materia tributaria como una función exclusiva del poder legislativo, única fuente formal capaz de producir nuevos tributos o modificar los existentes. Esa indelegabilidad de funciones impide que el poder ejecutivo por la vía de la normativa infra legal o por su simple actuación material, genere impuestos no contemplados por el legislador, razón por la cual resulta ilegal toda acción encaminada a exigir el pago de un tributo no creado por ley, la aplicación de una tasa que exceda la prevista por la ley, o la ampliación de la base de  contribuyentes al incluir a personas que no fueron originalmente consideradas por el legislador como sujetos pasivos de obligaciones tributarias. Se explica que la maquinaria de construcción no se crea ni se utiliza como  medio de transporte, pues no es eficiente para el transporte de personas o cosas, no navega por los aires y usualmente tampoco es capaz de flotar, por lo que la maquinaria de construcción no encuadra dentro de la descripción de la norma tributaria y en consecuencia escapa de su aplicación. Se trata de máquinas que realizan un trabajo en espacios abiertos y que requieren de cierto desplazamiento. No obstante, la traslación no es una finalidad en sí mismo sino una consecuencia del trabajo que se realiza, que puede ser excavar, aplanar, nivelar, demoler, etc., y dependiendo de las circunstancias, puede utilizar la capacidad de la máquina de auto trasladarse, pero como consecuencia de la necesidad de que la máquina efectúe tareas. Alegan que cobrarle impuestos a la propiedad de máquinas utilizadas en el sector construcción, por el hecho de que tengan ruedas y un motor, no convierte a dichos artefactos en verdaderos vehículos, pues en nada contribuyen esas máquinas en la satisfacción de necesidades de transporte que tengan las personas. Esa maquinaria no circula por las vías terrestres. Cobrarle impuesto a la propiedad de vehículos automotores a una máquina que no circula por las carreteras nacionales si no lo es sobre una plataforma movida por un cabezal, al que también se le exige pagar el impuesto a la propiedad, sencillamente se trata de una doble imposición, pues tributa el medio de transporte y la carga.  Reclaman que el tributo fue sorpresivo, carente de proporcionalidad y razonabilidad en razón de su motivo, contenido y fin. También se atenta contra al principio de igualdad, ya que se está elevando a vehículos de lujo, máquinas de mera necesidad laboral, cuyos dueños evidentemente no suelen oscilar en el mismo rango de equidad  adquisitiva, inferencia que se hace del mismo fin de los bienes. Se declara la inconstitucionalidad de los Decretos Ejecutivos números 34106-H, 34871-H y 35605-H, en la medida que aplican el cobro del tributo establecido en el artículo 9 de la Ley 7088 a la maquinaria de construcción. Se interpreta el artículo 9 de la Ley 7088, en el sentido que el tributo allí establecido lo es respecto de los vehículos automotores, embarcaciones y aeronaves dispuestos para el traslado y transporte de personas o cosas. Para evitar graves dislocaciones a la hacienda pública, esta declaratoria de inconstitucionalidad carece de efectos retroactivos para quienes hayan pagado el tributo durante la vigencia de las normas declaradas inconstitucionales, y surte sus efectos a partir de la fecha de esta sentencia. La declaratoria de inconstitucionalidad que ahora se pronuncia tiene efectos declarativos y retroactivos únicamente para quienes figuren como accionantes en este proceso constitucional.  Asimismo, se dimensionan los efectos de esta sentencia, en el sentido de que la administración deberá ajustar los trámites internos para permitir a los propietarios de maquinaria de construcción, el pago de los demás rubros distintos al impuesto a la propiedad de vehículos contenidos regularmente en la fórmula de cobro denominada "derechos de circulación". Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Comuníquese y publíquese.- Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción.

TRIBUTARIO. 9223-12. CONTRIBUCIÓN EXIGIDA A LAS PERSONAS FÍSICAS Y JURÍDICAS FISCALIZADAS POR LA SUGEF. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias. Decreto Ejecutivo 36345-H del 17-12-10. Gaceta No. 14 del 20-01-11. La norma señala que las personas jurídicas o físicas inscritas ante la SUGEF, deben pagar $1000 dólares por año, para contribuir al presupuesto de la SUGEF, independientemente de las otras obligaciones. Se acusa que no se toman en cuenta los ingresos brutos de cada persona física o jurídica y no es igualitario para los sujetos que son fiscalizados. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. RP
TRIBUTARIO. 9289-12. INCENTIVOS A EMPRESA SOMETIDAS AL RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 7830 del 22-09-1998 y la  Reforma a la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 8794 del 12-01-2010. Se impugna el régimen de incentivos al Régimen de Zonas Francas, en tanto las exoneran del pago de bienes inmuebles, del traspaso de bienes inmuebles, pagos de tributos, especialmente los municipales. Se deniega el trámite de la acción por no haber cumplido prevención. DT
AMBIENTE 

10058-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR FUNCIONAMIENTO DE BAR. Alega la recurrente que el establecimiento “Bar People” ubicado en Abangares, produce exceso de ruido producido por los equipos de sonido, la presencia de menores de edad y mujeres semidesnudas, además de la venta de licor a deshoras de la noche, indican los vecinos que dicho establecimiento produce contaminación sónica y que las actividades realizadas atentan contra la moral y las buenas costumbres. Consta en dicho caso que el establecimiento tiene un funcionamiento irregular y que no cumple a cabalidad con todas las condiciones exigidas por la ley. En criterio de la Sala, las omisiones e inercia de los recurridos, han lesionado el derecho de la recurrente y de los vecinos afectados, a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, además, se encuentran en una situación de inseguridad e incerteza, pues hasta el momento no han recibido ninguna comunicación de parte de la Municipalidad o del   Ministerio recurridos. Se declara con lugar el recurso, Se le ordena al Director del Área Rectora de Salud de Abangares del Ministerio de Salud, aL Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, éstos últimos de la Municipalidad de Abangares, que en el término improrrogable de ocho días contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, procedan, de manera coordinada, a tomar las medidas que sean necesarias dentro del ámbito de sus competencias respecto del negocio Bar y Restaurante People ubicado en Las Juntas de Abangares de Guanacaste, a fin de que se brinden decisiones finales, conforme a derecho, respecto de su operación y funcionamiento. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL 

10063-12. ARRECIFE. Extracción de material EN PUNTARENAS. El recurrente alega que se esta extrayendo material de un buque hundido  en la provincia de Puntarenas, que estima tiene interés  histórico y sirve de arrecife natural y que, se trata de un bien público. En este caso, se acredita que el buque hundido sirve como zona de refugio para especies de vida libre y como sustrato para el asentamiento de especies sésiles, establecido como un ecosistema.  El Tribunal Ambiental Administrativo acordó dictar una medida protectora del ambiente que consiste en adoptar de forma inmediata y coordinada las medidas necesarias para evitar riesgos o daños ambientales y a los recursos naturales, en relación a los presuntos trabajos y/o intervención del Banco Fella. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de Puntarenas. En cuanto al Tribunal Ambiental Administrativo se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
BANCARIO 
9479-12 DEPÓSITO. RESTRICCIONES Y REQUISITOS. Alega el recurrente que se presentó en dos oportunidades a la sede del Banco de Costa Rica en los Ángeles de Cartago a efecto de realizar depósitos cuyos montos exceden los $10 000 dólares americanos, no obstante el primero fue recibido y en la segunda oportunidad le indicaron que no podían aceptarle el cheque en virtud de que es normativa del banco exigir una línea de crédito a aquellos clientes que deseen hacer depósitos de cheques superiores a los dos mil quinientos dólares americanos, medida que considera innecesaria si se toma en consideración que cuando el banco acepta un cheque del extranjero congela el depósito por 30 días naturales y se hace efectivo cuando la institución financiera del extranjero acredite los fondos. En este caso la Sala indica que no le compete  revisar si la exigencia de brindar garantía por medio de la apertura de una línea de crédito, como condición para aceptar un cheque del extranjero, está ajustada o no a la normativa legal y reglamentaria vigente por tratarse de un asunto que debe dirimirse en la vía común o jurisdiccional competente. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. RP

COMERCIO
9370-12. REQUISITOS. MINISTERIO DE SALUD SOLICITA UN CURSO QUE NO SE DA HACE DOCE AÑOS PARA ABRIR CENTRO INFANTIL. Las recurrentes reclaman la violación de sus derechos fundamentales, por cuanto las autoridades del Consejo de Atención Integral del Ministerio de Salud de modo arbitrario les solicitan un requisito de imposible cumplimiento, para la apertura de un hogar comunitario para el cuido de personas menores de edad, sea contar con la aprobación del curso denominado "mamá sustituta", el cual no se imparte desde hace más de 12 años. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Gerente General del Instituto Mixto de Ayuda Social y al Presidente del Consejo de Atención Integral del Ministerio de Salud, que adopten de manera conjunta las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para que a la mayor brevedad posible se imparta el curso denominado “mamá sustituta’, de acuerdo con las disposiciones del Decreto Ejecutivo No. 30695-S “Normas para la habilitación de Hogares Comunitarios”. CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

10456-12. GUÍAS SEXUALES. DERECHO Y DEBER DE LOS PADRES DE VIGILAR LA EDUCACIÓN DE SUS HIJOS. OBJECIÓN DE CONCIENCIA.  Alegan los recurrentes, que el señor Ministro de Educación a inicios del mes de junio del presente año, aprobó los Programas de Educación para la Afectividad y la Sexualidad. Consideran que no se puede separar la educación sexual que les darán a sus hijos de las creencias religiosas,   o los principios morales, que como padres de familia tienen derecho a transmitir  a sus hijos e hijas.   Aducen que como padres tienen el derecho natural, originario, primario e inalienable de educar a sus hijos.  Consideran que la autoridad parental, también conocida como patria potestad, confiere a los padres de familia el derecho -deber, de orientar, educar, cuidar, vigilar  y disciplinar a sus hijos e hijas (artículo 143 del Código de familia de Costa Rica). Manifiestan su desacuerdo  con la omisión cometida por el ministerio recurrido, al no consultar o pedir la opinión de los padres de familia sobre los programas de educación sexual, actuación que –a criterio-, lesionas sus derechos   legales y constitucionales. Por mayoría, se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en cuanto a la violación de la libertad de conciencia. Debe el Ministerio de Educación Pública establecer la forma en que los representantes del menor puedan hacer la respectiva objeción a través de un mecanismo ágil y sencillo. En lo demás se declara Sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro declara con lugar el recurso en todos sus extremos y da razones diferentes. La Magistrada Calzada y el Magistrado Rueda, con razones separadas, declaran sin lugar el recurso y aclaran, con base en el Principio del Interés Superior del Menor, que la opinión de las personas menores de edad siempre debe ser considerada. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso en todos sus extremos al considerar que no se infringe la libertad religiosa ni el principio de participación. CL Parcial
DERECHO A LA INFORMACIÓN
9515-12 ACOSO TELEFÓNICO. POR DEUDAS DE TARJETAS DE CRÉDITO. Alega la  recurrente que  desde hace varios años posee  una tarjeta de crédito con el Banco CITI y que, en este año 2012 ha tenido problemas de liquidez para cancelar los montos adeudados  de dicha tarjeta, y en consecuencia,  se le ha cerrado la posibilidad de acceder  a créditos y que, ha recibido múltiples llamadas, mensajes de voz sin que le aclaren la deuda que posee. En este caso, la Sala señala que no le compete determinar si las llamadas constituyen acoso o no pues ello excede la naturaleza sumaria del amparo. Se cita  el artículo 35  del  Decreto   Ejecutivo  número 35867-MEIC  del Reglamento  de  Tarjetas  de  Crédito  y  Débito y 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso al amparo. RF
9677-12 INFORMACIÓN CREDITICIA. DATOS PERSONALES. Alega la recurrente que solicitó vía telefónica a la empresa Datum -ahora EFX DE COSTA RICA Sociedad Anónima-, que suprimieran las malas referencias que constaban  en su base de datos y que, la autoridad recurrida le comunicó que para la eliminación de sus datos debía esperar 10 años; aportar certificaciones de deudas y copia de los procesos civiles. Asimismo, indica que la autoridad recurrida almacena información de índole sensible sin su consentimiento tales como: fotografía, histórico de estado civil, nombre de sus padres e hijos, domicilios, teléfonos de su madre, salarios, último patrono y deudas con el Instituto Costarricense de Electricidad inexistentes. En este caso, la Sala señala que existe una clara violación al derecho de autodeterminación informativa que le asiste a la recurrente. Se citan las sentencias 7201-01 de las 15:40 horas del 24 de junio de 2001 y 2010-08782 de las 11:26 horas del 14 de mayo del 2010. Se analiza la Ley 8968, sea,  "Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales".  Se declara con lugar el recurso.   En consecuencia,   se ordena al Apoderado  Generalísimo sin limite de suma de la empresa EFX de Costa Rica Sociedad Anónima, empresa que adquirió DATUM.NET,S.A. que, DE INMEDIATO, suprima de sus correspondientes bases  de datos cualquier referencia datos de acceso restringido que almacene respecto a la recurrente sin su autorización y, adicionalmente, que verifique que los datos respecto  a deudas, procesos  judiciales o usuarios que visitaron el perfil de la amparada  sean correctos, exactos,  actuales, veraces y acordes a lo dispuesto en la Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento ﻿de sus datos personales. CL

9670-12 FONDOS PÚBLICOS. ACUSA LE IMPIDEN CONOCER MANEJO DE FONDOS PARA EL MEJORAMIENTO DE LA EDUCACIÓN. Alega el recurrente que solicitó ante las autoridades recurridas información referente al manejo de fondos provenientes de partidas asignadas para el mejoramiento de la educación y que, éstas se han negado a suministrarle la información requerida. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente por cuanto la información solicitada por el recurrente, de conformidad con lo establecido en el artículo 30 constitucional, es información revestida de interés público, a la cual puede tener acceso  cualquier administrado  o  ciudadano,  a  fin  de  realizar  una  fiscalización  de  la utilización  de  los  fondos  públicos. Se cita el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se declara  con lugar el recurso.  Se ordena a la Presidente  de la Junta el primero y Director el segundo, ambos de la Escuela de Salitrillos de Concepción de Tres Ríos, proporcionar  en el plazo improrrogable de diez días la información requerida por el recurrente JECP el 12 de marzo del 2012, con exclusión de la información confidencial que pueda contener. CL
9747-12 INFORMES PRELIMINARES. ACCESO RESTRINGIDO. Alega el recurrente que  las autoridades recurridas, por oficio del 7 de junio de 2012, se negaron a suministrarle la información que requirió en su condición de Regidor de la Municipalidad de Pérez Zeledón desde el 6 de junio de 2012 sobre el oficio 0123-12 AIM del 3 de mayo de 2012 de la Auditoria Interna, bajo el argumento de que no tenía derecho de acceso a la misma. En este caso, la Sala señala que  la información solicitada por el recurrente es de carácter confidencial y no puede ser divulgada por las autoridades recurridas a un tercero que no ha demostrado  contar con interés legítimo para obtener tal información de conformidad con lo dispuesto en el numeral 6 de la Ley de Control Interno, que indica respecto a la confidencialidad de los denunciantes y estudios que originan la apertura de procedimientos  administrativos. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
9757-12 ACTAS DE JUNTA DIRECTIVA. NIEGAN EL ACCESO EN COLEGIO DE CONTADORES PRIVADOS. Estima el recurrente que  se han vulnerado sus derechos fundamentales por cuanto las autoridades recurridas le denegaron el acceso a las actas correspondientes a las reuniones de la Junta Directiva. En este caso, la Sala señala que  el acceso a los soportes materiales o virtuales  de  las  administraciones  públicas  es  el  instrumento  o mecanismo para alcanzar  el fin propuesto que consiste en que los administrados se impongan de la información que detentan aquéllas, así, la  autoridad  recurrida  deberá facilitar  al  actor  los documentos aludidos, salvo que contengan información confidencial o que afecte a terceros, lo cual deberá ser detalladamente valorado por los recurridos en cada caso. Se citan los artículos 30 de la Constitución Política y 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita la sentencia 2003-02120 de las 13:30 hrs. de 14 de marzo de 2003. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Presidente  del Colegio de Contadores Privados  de Costa  Rica, facilitar inmediatamente la información requerida por el amparado en su oficio de 4 de junio de 2012,  salvo que contenga información confidencial o que afecte a terceros, lo cual deberá ser detalladamente valorado por los recurridos en cada caso. CL

9344-12. INFORMACIÓN PÚBLICA. SE ENTREGA INFORMACIÓN PÚBLICA ADVIRTIENDO QUE NO PUEDE SER PUBLICADA POR NINGÚN MEDIO. Alega el recurrente que solicitó ante la Junta Directiva del Patronato Nacional de Ciegos copia de las actas, planes operativos e Informes de las Comisiones de Estudio de la institución, a la cual le dio la debida respuesta; sin embargo, al entregársela se le advirtió que la información era exclusiva para él, por lo que no la puede publicar ni total, ni parcialmente  por ningún medio. En este caso, la Sala considera que se está limitando su libertad de expresión, pues si la recurrida considera que ha habido un abuso por parte del recurrente en el manejo de la información, debe plantear las denuncias en la vía penal. Se declara con lugar el recurso. Se anula el punto 5) del oficio número PNC-089-12 del 7 de marzo de 2012. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva y Directora, ambos del Patronato Nacional de Ciegos, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para la presente estimatoria. CL
9670-12. FONDOS PÚBLICOS. JUNTA DE EDUCACIÓN NIEGA INFORMACIÓN SOBRE MANEJO DE FONDOS.  El recurrente  alega que ha solicitado  en varias oportunidades a la Junta de Educación y al Director recurrido, el giro de las partidas para la ejecución del proyecto de educación abierta, sin embargo, los recurridos se niegan a recibir la solicitud. Por su parte, los recurridos aseguran que el recurrente no tiene ningún tipo de facultad  para solicitar  ese tipo de información. No obstante lo anterior, estima este Tribunal, que lleva razón el recurrente, dado que, del estudio de la solicitud del recurrente, se desprende, que la información solicitada por el mismo, constituye claramente información de interés público. En ese sentido,  se constata que el recurrente  solicitó específicamente documentos financieros  de ingresos  y egresos  de la Junta, libro de actas de sesiones y facturas del equipo, todo lo cual de acuerdo con lo establecido con el artículo 30 constitucional, es información revestida de interés público, a la cual puede tener acceso  cualquier administrado  o  ciudadano,  a  fin  de  realizar  una  fiscalización  de  la utilización  de  los  fondos  públicos,  tal  es  el  caso  de  las  Juntas  de Educación, a quienes  se les distribuyen fondos  públicos, situación que faculta a cualquier ciudadano  a su respectiva consulta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta el primero y Director el segundo, ambos de la Escuela de Salitrillos de Concepción de Tres Ríos, proporcionar en el plazo improrrogable de diez días la información requerida por el recurrente el 12 de marzo del 2012, con exclusión de la información confidencial que pueda contener. CL
DERECHO A LA SALUD

9220-12. EXÁMENES MÉDICOS. CCSS NO TIENE CAPACIDAD PARA LA DEMANDA DE ANÁLISIS DE CITOLOGÍAS. La recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional  y expone que el Centro Nacional de Citologías de la Caja Costarricense, situado en el Hospital México, recibe 4.000 pruebas  diarias de papanicolaus pero tiene capacidad de resolver solo 1200, debido a que cuenta tan solo con 30 citotecnólogos. Por lo anterior, existe un déficit diario de 1800 papanicolaus que quedan a la espera de realización. El plazo de espera para la entrega de los resultados  de papanicolaus  y la solución de dicha problemática representa una vulneración a los derechos humanos de la salud y la vida. Se declara CON LUGAR el recurso, únicamente, contra la Caja Costarricense de Seguro Social y el Centro Nacional de Citologías por violación al derecho a la salud de las mujeres. Se ordena a Presidenta Ejecutiva y  en su condición de Director del Centro Nacional de Citologías, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de forma INMEDIATA, tomen las medidas necesarias a efectos de ordenar, almacenar y custodiar, de forma adecuada, las muestras de las citologías. Adicionalmente, se les ordena, que en el plazo máximo de UN MES, se implementen las medidas tomadas por el Centro Nacional de Citologías para que no exista una dilación excesiva en el análisis de las citologías y no se permita que la acumulación de dichas muestras supere un plazo razonable desde el momento en que el laboratorio las reciba para el análisis, con el fin de no poner en riesgo la salud de las mujeres. Así mismo, se les ordena resolver las 139.402 muestras, pendientes de análisis, en un plazo máximo de SEIS MESES contados a partir de la notificación de esta resolución. Con respecto a dos de las amparadas se declara sin lugar el recurso, en virtud de que los resultados de las pruebas de papanicolaus fueron analizadas y enviadas al centro de salud con anterioridad a la interposición del presente recurso de amparo. Por último, respecto a otras dos de las amparadas procede declarar con lugar el recurso, en contra de la Caja Costarricense de Seguro Social, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente para efectos indemnizatorios. CL
DERECHO DE PENSION
9614-12 PENSIÓN. ACUSA LE NIEGAN JUBILACIÓN POR PERCIBIR SALARIO. Alega el recurrente que con base en una certificación emitida por la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo de Seguridad Social, se le negó la posibilidad de disfrutar del monto de su jubilación -derecho  que adquirió luego de desempeñarse como docente  en el Ministerio de Educación Pública- y, a la vez, trabajar como  músico para el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes.  En este caso la Sala señala que si bien la norma prohíbe que una persona jubilada reingrese a la vida económicamente  activa  y  perciba  salario  del  Estado  y  sus  instituciones simultáneamente, con su pensión, (la que debería suspender durante el plazo en el que se encuentre activo), lo cierto es que el caso planteado es distinto, toda vez que efectivamente él ha venido percibiendo dos salarios del Estado por ocupar diversos cargos en virtud de una autorización legal excepcional, por lo que se acredita una conducta fundada en normas  erróneamente interpretadas  o indebidamente   aplicadas. Se   declara con lugar el recurso. Se anula   la   certificación   No. DNP-AL-DP-14-18-2010 de 21 de mayo de 2010 emitida por la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y se ordena a la Directora Nacional de Pensiones, que tome, de manera inmediata, las medidas de su competencia a fin de ordenar la inclusión del amparado, en la planilla correspondiente  para el pago de la pensión aprobada  por el régimen contributivo  del Magisterio Nacional, si otra causa a la examinada en el sub lite no lo impide.  CL
DERECHO DE PROPIEDAD

10455-12. DESALOJO. INMUEBLE UBICADO EN ÁREA COMÚN DE PROYECTO URBANÍSTICO. La recurrente alega que en su caso nunca se le notificó del cambio de propietario del inmueble que habita desde hace diecisiete años, por lo que no se enteró que el mismo fuera propiedad de la Municipalidad de Barva, y además estima que no se respetó el debido proceso en su caso. En este caso, consta que a la recurrente se le dio debido proceso. Aunado a lo anterior, según se desprende de la propia prueba aportada por la recurrente, que el bien que ocupa es parte de una porción de terreno entregada por como parte del área común del proyecto urbanístico Altos del Espino, que según el artículo 40 de la Ley de Planificación Urbana debe ser  entregado  en  administración  al  municipio  en  este  tipo  de  proyectos urbanísticos, por lo que desde febrero de dos mil nueve dicho terreno o porción que ocupa la recurrente es parte de la hacienda pública municipal y por ende, bien demanial. Esta calificación del inmueble en cuestión hace que la ocupación de la recurrente sea en precario amén de por mera tolerancia, circunstancias que hacen del acto de desalojo uno legítimo en tratándose de este tipo de bienes públicos, según lo ha sostenido reiteradamente este Tribunal en su jurisprudencia. En razón de lo expuesto, el recurso resulta improcedente y así debe declararse. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
9245-12 DESALOJO. RECLAMA DERECHO SOBRE BIEN DEMANIAL.  Cuestiona la recurrente  el desalojo ordenado en su contra por el Ministerio de Seguridad Pública de un bien en el que tiene su negocio comercial por cuanto si bien éste es propiedad del Estado, durante veinte años ha invertido tiempo y dinero en la propiedad impidiendo que indigentes se apropien del terreno. En este caso, la Sala descarta el agravio alegado por la recurrente en razón de que con base en los hechos expuestos se constata que el inmueble objeto de discordia es demanial y, por consiguiente ﻿ por su naturaleza, se caracteriza por ser inalienable, imprescriptible e inembargable, por lo que la mera ocupación, independientemente  del  tiempo  de  la  misma, no  genera  derechos  sobre  el inmueble, razones por las que se descarta que el proceder del Ministerio se encuentra conforme a derecho. ﻿Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. RP

9305-12 BIENES DEMANIALES. ACUSA PÉRDIDA DE TERRENO POR EROSIÓN EN CORREDOR FRONTERIZO. Alega la recurrente que ﻿ en el año mil novecientos ochenta y ocho, adquirió una propiedad, ubicada en La Cruz de Guanacaste, propiamente, del puente sobre el Río las Vueltas, hacia la frontera con Peñas Blancas y desde  hace aproximadamente  diez años que el cause del río, colindante con la propiedad y afirma que ha perdido más mil metros cuadrados de su terreno, poniendo en riesgo su vida y la de su familia, debido a la erosión ocasionada y a las inundaciones consecuencia de sus desbordamientos,  En este caso, la Sala estima que no lleva razón la recurrente en el agravio alegado, toda vez que la propiedad indicada, es un bien demanial, por lo que no pudo haberla adquirido y además se encuentra dentro de la zona de protección del río Las Vueltas del Refugio Nacional de Fauna Silvestre, Corredor Fronterizo Norte y que, se acredita que la Municipalidad ha realizado gestiones ante la Comisión  Nacional  de  Emergencias  para  que  emitan  criterio  de  si  existe posibilidad de construir en otro lugar de la propiedad y así pueda ser adjudicataria de un bono de vivienda, lo cual podría ser la solución a la situación de la recurrente. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

9597-12 CONDOMINIOS. INVU COBRA A CONDÓMINOS DERECHO DE ESTACIONAMIENTO. Alega el recurrente que reside en el condominio  El Corral ubicado  en Hacienda Vieja de Curridabat y que, las autoridades  del INVU están llevando a cabo un proceso para recuperar el dinero que como condómino ha cancelado por el derecho a utilizar un espacio en el parqueo de los condominios, ya que la Institución considera que los parqueos son parte de las áreas de uso común, y por lo tanto, no eran factibles de apropiación alguna. En este caso la Sala indica que  determinar si el espacio  que el recurrente utiliza como parqueo corresponde a un área común o si es de su propiedad, es un aspecto de mera legalidad que de ninguna manera involucra lesión directa a sus derechos fundamentales. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se rechaza de plano el recurso. RP

9408-12. DESALOJO. EL BIEN INMUEBLE QUE SE DISCUTE EN ESTE CASO, ES GANANCIAL.  En el presente recurso de amparo se cuestiona el desalojo que ha sido ordenado por las autoridades del Ministerio de Seguridad Pública, sobre los terrenos que ocupa la tutelada por una aparente situación de mera tolerancia. De acuerdo con la actora, con motivo del desahucio  aludido las autoridades  recurridas omitieron celebrar un procedimiento, en que se observaran todas las garantías del derecho al proceso debido. Sostiene la recurrente que tiene derecho de poseer el bien aludido por tratarse de un ganancial y que con anterioridad había planteado un proceso por violencia doméstica contra su ex pareja. En este caso consta que la amparada planteó un proceso  de violencia doméstica contra su ex pareja, en que se le ordenó la salida inmediata del domicilio común, con lo cual a todas  luces es evidente que la amparada no es una ocupante por mera tolerancia y que incluso está legitimada para discutir en la Jurisdicción Ordinaria la posible naturaleza ganancial del bien en cuestión. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución No. 924-12 D. M. de 14:54 hrs. de 14 de mayo de 2012, adoptada por el Ministro de Seguridad Pública. CL
DERECHO DE TRABAJO
10108-12. PLUS SALARIAL. SE ALEGA ELIMINACIÓN DE PLUS SIN DEBIDO PROCESO.  Alega la recurrente que se lesionó su derecho fundamental al debido proceso, al eliminarse un sobresueldo a su favor, pese a que gozó de ese beneficio por más de 22 años. Esta Sala, ha indicado en estos casos que a la Administración le está vedado suprimir por su propia acción aquellos actos que haya emitido confiriendo derechos subjetivos a los particulares. Los derechos subjetivos constituyen un límite con respecto de las potestades de revocación de los actos administrativos con el fin de exigir mayor garantía procedimental. En este caso se constata la violación, en perjuicio de la accionante, de su derecho a un debido proceso y al principio de intangibilidad de actos propios. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General y al Director de Gestión de Capital Humano, ambos de). Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, dejar sin efecto el cese de pago del sobresueldo a la recurrente. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
10487-12. CESANTÍA. CAMBIOS EN EL PAGO DE CESANTÍA EN LA CCSS. En el presente amparo, los recurrentes se encuentran disconformes porque en La Gaceta número 90 de 10 de mayo de 2012, la Junta Directiva de la Caja Costarricense  de Seguro Social publicó el proyecto  de reforma al artículo 41 de la Normativa de Relaciones Laborales, pues aducen que en esa oportunidad se omitió concederles audiencia para que pudieran manifestar sus observaciones, sugerencias e inconformidades sobre dicho proyecto, pese a que la modificación propuesta  afectará directamente sus intereses legítimos y derechos adquiridos . El reclamo expuesto hace referencia a un problema de legalidad ordinaria y, por ello, deberá la parte recurrente acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en derecho corresponda. Asimismo, se indica que nadie tiene derecho a invocar, implícitamente, una supuesta inmutabilidad del ordenamiento jurídico.  Dicho de otro modo, si en un momento dado y bajo ciertos presupuestos,  la ley (entendida en sentido amplio) prevé otorgar el beneficio de cesantía “y su aumento progresivo en el tiempo”, conforme ciertos parámetros, no por ello crea un derecho adquirido o una situación jurídica consolidada a favor de sus posibles beneficiarios, en el sentido de que esos parámetros no puedan ser modificados posteriormente.  En cuanto al derecho de audiencia, se indica que en el caso concreto, se está ante la aplicación  de  lo  dispuesto  por  el  artículo 361  de  la  Ley  General  de  la Administración Pública, norma que dispone la posibilidad de que las entidades representativas de intereses de carácter general o corporativo, afectadas por una disposición de carácter general, puedan exponer su parecer con respecto a ella, con el fin de garantizar la validez y eficacia de dichas normas, las que incluso pueden llegar a ser rebatidas  en la jurisdicción contencioso  administrativa, en caso de considerarse que tengan algún tipo de vicio que acarree su nulidad. Se declara SIN LUGAR el recurso.  Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal ponen nota. SL
10518-12. DESPIDO. DURANTE PERÍODO DE PRUEBA SE DESPIDE FUNCIONARIO POR BAJO RENDIMIENTO. El  recurrente  manifiesta  su  inconformidad  con  el  cese  de  su nombramiento en período de prueba, decisión que fue tomada por el Consejo Superior del Poder Judicial, bajo el argumento que no reúne los requisitos de idoneidad que exige la Constitución Política, ya que evidencian un bajísimo rendimiento y poca cantidad de sentencias dictadas, lo cual no lo justifican en un Despacho como el que ocupa, ya que ha duplicado el número de casos pendientes en relación con los que recibió al iniciar el nombramiento. Señala la Sala, que del propio escrito de interposición del recurrente, se desprende que se encontraba en el período de prueba, el cual tenía una vigencia hasta el 31 de agosto de 2012. Así las cosas, no lleva razón el amparado al afirmar que resulte contrario al debido proceso, el hecho de que el Consejo Superior le cese en el período de prueba, toda vez que la finalidad de este instituto es garantizar al primero la eficacia del servidor en el desempeño de las funciones  encomendadas,  y  por  ser  una  potestad  discrecional de la Administración, puede cesarle del mismo. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Calzada Miranda salvan el voto, conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia. RF
9453-12 CONCURSO. ACTUALIZACIÓN DE DATOS. La recurrente alega que  la última vez que se actualizaron sus datos para el concurso técnico docente del Ministerio de Educación Pública fue en el año 2009; sin embargo, se les informó que sería hasta el año 2012 que se otorgarían las plazas en disputa, lo cual la ubica en un estado de indefensión, toda vez que actualmente su nivel profesional es mayor al que aparece en los datos del 2009. En este caso, la Sala señala que no le compete revisar si lo pretendido por la amparada se ajusta  o  no  a  la  normativa  legal  vigente,  labor  propia  de  la  vía  común -administrativa o jurisdiccional-, por cuanto no es un contralor de legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración.  Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. RP

9644-12 PELO LARGO. ACUSA QUE LE PROHÍBEN CONDUCIR TAXI POR TENER EL CABELLO LARGO. Alega el recurrente que trabaja como taxista para la Asociación recurrida y que, no le permiten usar su cabello largo, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que  la asociación de concesionarios de taxi puede válidamente establecer regulaciones sobre  la presentación personal  que debe tener el prestador del servicio, en cuenta, el largo del cabello, y esto no constituye acto alguno violatorio del derecho al trabajo o a la igualdad. Se declara sin lugar el recurso. SL

9335-12. BECAS. ANULAN BECA A FUNCIONARIO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que la Municipalidad de Belén acordó otorgarle una beca para estudiar Ingeniería en Informática y, posteriormente, dispuso suspender todas las becas a funcionarios, incluida la que ya le había sido otorgada, lesionando con ello el principio de intangibilidad de los actos propios. Se declara Con lugar el recurso. Se anula el Acuerdo tomado en la Sesión Extraordinaria No.57-2011 del Concejo Municipal de Belén, Celebrada el 22 de setiembre de 2011, en donde se aprobó el Plan Presupuesto Ordinario 2012, únicamente en el punto en el que se acordó no considerar para el presupuesto del año siguiente, la partida de Becas para Funcionarios y únicamente en lo que concierne al amparado. En todo lo demás se mantiene incólume. Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
9362-12. TRASLADO. SE DECLARA CON LUGAR POR VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que fue trasladado en forma abusiva y sostiene que se debe a la existencia de acoso laboral. En este caso, estima la Sala que no se tiene un derecho adquirido a las funciones, que la administración tiene potestad para trasladar a los funcionarios; no obstante, les debe otorgar el derecho al debido proceso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministro, Oficial Mayor y Director de Recursos Humanos, todos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, notificar al recurrente el traslado temporal, así como otorgar plazo para que presente los recursos que le otorga la ley para impugnar la medida. CL
9999.12. CONDICIONES. FORMA DE LIMPIAR ÁREA DE TRABAJO AFECTA LA SALUD DE FUNCIONARIA. La recurrente, quien labora para el Ministerio recurrido, considera que las omisiones de este de atender las recomendaciones del área de salud ocupacional (cese del uso de cloro para desinfectar, así como su reubicación a una oficina con mayor ventilación) violenta su derecho a la salud, pues sufre de fuertes alergias a los productos de limpieza, como el cloro y los desinfectantes. Tal como lo ha reconocido esta Sala en anteriores oportunidades,  las condiciones bajo las cuales se trabaja pueden tener una incidencia negativa en el derecho a un ambiente sano y el derecho a la salud de las personas. Derechos que, al ser fundamentales, resultan plenamente tutelables ante esta instancia, en especial, cuando se trata actuaciones indebidas u omisiones de las instituciones del mismo Estado en su calidad de patrono y de un riesgo potencial a la vida. En conclusión, dado que se demuestra que la recurrente viene denunciando desde el año 2009 problemas de salud ocasionados por la limpieza del edificio con cloro; que incluso ya el departamento de salud ocupacional había girado algunas recomendaciones al respecto;  que dicha alergia pone en riesgo su vida por producirle un choque anafiláctico; y que no es sino hasta con posterioridad a la presentación de este recurso en que se informa que ya no se está utilizando el cloro y desinfectantes para realizar la limpieza en el área de trabajo de la recurrente; se debe estimar el amparo. Se declara CON lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora Nacional de la Dirección Nacional de Centros de Educación y Nutrición y Centros Infantiles de Atención Integral a.i, y al Ministro de Salud, y al Coordinador del proceso de Servicios Generales del Ministerio de Salud, que cada uno adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de asegurar que las condiciones bajo las cuales se realiza la limpieza en el edificio donde labora la recurrente y su área de trabajo no afecte su derecho a la salud, particularmente por su alergia al cloro. CL
9642-12. SANCIÓN. CONTRA ALCALDE MUNICIPAL. El recurrente reclama violación a su derecho  de defensa, pues el Concejo de la Municipalidad de Coto Brus le impuso una suspensión de 45 días sin goce de salario en su condición de Alcalde, sin haberle otorgado las garantías del debido proceso. Este Tribunal ya se ha referido sobre los procedimientos administrativos seguidos contra el Alcalde de una Municipalidad, en sentencia 16342-10. Analizados los elementos probatorios aportados, y tomando en cuenta el precedente citado, este Tribunal verifica que no ha existido violación alguna a los derechos  fundamentales del recurrente. Lo anterior, porque ha sido debidamente acreditado que al recurrente se le respetaron las garantías del debido proceso, pues en todo momento se le comunicó los procedimientos  administrativos seguidos en su contra, ante lo cual tuvo las posibilidades de presentar los recursos respectivos y ejercer su derecho de defensa. Por consiguiente, no se observa que se haya causado indefensión al recurrente quien ha hecho uso de todos los recursos a su alcance para impugnar las actuaciones  tanto en la Contraloría General de la República como del Concejo de la Municipalidad de Coto Brus. Se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO PENAL
10118-12. PRISIÓN PREVENTIVA. PARA ASEGURAR LA PRESENCIA DEL IMPUTADO EN EL DEBATE. Alega el recurrente que contra el tutelado se sigue una causa penal y que, las autoridades judiciales no han seguido el debido proceso colocándolo en un estado de indefensión, lo cual le genera un perjuicio toda vez que se compromete su libertad personal. En este caso la Sala señala que el plazo de la medida de prisión preventiva ordenada al amparado por el Tribunal de Flagrancia, es razonable en virtud de que pretende asegurar la asistencia del amparado en el próximo  debate. (Artículo 39). ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
﻿10160-12. EXTRANJEROS. DERECHO DE ASISTENCIA CONSULAR. Alega el recurrente que los tutelados fueron detenidos e indagados y que, no recibieron asistencia consular por parte de sus países, manifiestan que se les violentó el derecho a recibir asistencia consular en las audiencias en las cuales se les prorrogó la prisión preventiva, consideran que las acciones y omisiones por parte de las autoridades recurridas violentan los derechos fundamentales en perjuicio de los  amparados. En este caso específico, la Sala indicó que el Juzgado subsanó la omisión antes de la interposición de este recurso de hábeas corpus y que no procede ordenar la libertad, ya que existe una resolución jurisdiccional firme que sustenta la privación de libertad.  Se cita la sentencia No. 2012-004057 de las 08:30 horas de 23 de marzo de 2012, en cuanto a la asistencia consular  a un imputado en un proceso penal. Se citan los artículos 90 y 91 del Código Procesal Penal y el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena. Se declara sin lugar el recurso. SL
10187-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ALEGA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN.  Reclama el recurrente  que la resolución que deniega el cambio de medida cautelar de prisión preventiva dictada en su contra, se encuentra carente de fundamentación.  En este caso la Sala consideró que los alegatos planteados por el recurrente no varían las circunstancias que dieron pie al dictado de la prisión preventiva, esto en virtud  de la etapa en que  se  encuentra  el proceso, esa  medida  resulta necesaria para garantizar  la presencia del imputado en el próximo debate. Se declarar sin lugar el recurso. SL
10189-12. PRISIÓN PREVENTIVA.  SE DECRETA REBELDÍA POR NO PRESENTARSE EN AUDIENCIA POR MOTIVOS DE ENFERMEDAD. Alega la recurrente que solicitó una suspensión de una audiencia, debido a que se encontraba incapacitada por motivos de enfermedad; sin embargo indica que el Tribunal recurrido de forma arbitraria e ilegítima declaró en rebeldía y ordenó la medida cautelar de prisión preventiva en su contra por el plazo de un mes, y alega que, se le vulneró su libertad personal. El Tribunal Penal dispuso la rebeldía, captura y prisión preventiva pues determinó que su inasistencia a debate fue injustificada ya que no se acreditó un grave impedimento para no presentarse en virtud de que la constancia médica emitida por el Área de Salud de Palmares únicamente recomendó 8 días de reposo, además no se constataba la existencia de una incapacidad que le impidiera asistir a dicha diligencia. Indica esta Sala, que el incumplimiento de las obligaciones procesales impuestas puede justificar, legítimamente, que se disponga la captura del imputado e, incluso, que se dicte su prisión preventiva, a efectos de someterlo al proceso y permitir su correcto desarrollo, para asegurar así el descubrimiento de la verdad y la actuación de la ley, que son fines del proceso que también tienen raigambre constitucional, por lo tanto considera que la detención de la amparada no vulnera su derecho a la libertad personal pues se encuentra fundamentada en una orden de rebeldía  que  se  encuentra  en  firme  y  que  fue  dictada  por  una  autoridad jurisdiccional.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  Comuníquese. SL
10191-12. TESTIGOS. PROTECCIÓN DE IDENTIDAD Y CARACTERÍSTICAS DE TESTIGOS EN EL PROCESO PENAL. Señala el recurrente  la violación del derecho de defensa y del debido proceso del tutelado, por la negativa infundada del Tribunal de Juicio y del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, de dar a conocer las calidades de los testigos que la Fiscalía ha mantenido ocultos durante la investigación, pese a que ya concluyó la etapa intermedia, dicha situación estima el recurrente, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución, como se dijo en la sentencia 17907-10. En este caso, consta que las medidas no rigen para la etapa de juicio, analizadas las pruebas, la  Sala  Constitucional  no  aprecia  ninguna  irregularidad, ninguna  situación ilegítima se tiene por acreditada en el caso presente que viole o amenace el derecho de defensa y al proceso debido del tutelado, por lo tanto se declara sin lugar el recurso.- SL

10306-12. EXTRADICIÓN. DETENCIÓN PROVISIONAL. Manifiesta el amparado que se tramitan diligencias de extradición, por lo que las autoridades dictaron prisión provisional en su contra. Afirma que se le condenó por un delito que no está previsto en la normativa aplicable en Costa Rica y, además, fue juzgado en ausencia, en infracción al debido proceso y al derecho de defensa. Indica la Sala que la existencia de un proceso de extradición se constituye en base suficiente y legítima para disponer la captura y detención provisional del extraditable. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
10317-12. DETENCIÓN. PRIVACIÓN DE LIBERTAD POR PARTE DE LOS GUARDAPARQUES DE TORTUGUERO POR CACERÍA ILEGAL. Alega el recurrente que durante su detención no se respetaron sus derechos constitucionales. En este caso la Sala indicó que el amparado se encontraba a la orden del órgano jurisdiccional, y que, recibió sentencia en menos de 24 horas y por el beneficio de ejecución de la pena se le puso en libertad, consideran que no hubo violación alguna de sus derechos constitucionales y que se le brindó una justicia pronta y cumplida. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. SL

10580-12. PRISIÓN PREVENTIVA. NO SE COMUNICA A EXTRANJEROS LA POSIBILIDAD DE ASISTENCIA CONSULAR. Se acusa que fue dictada la medida de prisión preventiva en contra de los amparados, sin que se les hubiera planteado la posibilidad durante el proceso, de tener acceso asistencia consular. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los tutelados. Se les ordena a las autoridades recurridas abstenerse de incurrir, nuevamente, en la omisión que sirvió de mérito para acoger el presente recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y rechaza de plano el recurso. El Magistrado Rueda salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
10589-12. SENTENCIA. AUTOS DE LIQUIDACIÓN DE PENA. Los recurrentes, privados de libertad en el Centro  de  Atención  Institucional  La  Reforma,  alegan  que  los  Tribunales sentenciadores en cada uno de sus casos, a la fecha, no han emitido los autos de liquidación de la pena. Considera la Sala que el alegato de los actores pueden encauzarse a través del mecanismo del pronto despacho y, en caso de que no se cumpliere lo pretendido,  interponer la queja por retardo de justicia, según lo dispone el artículo 174 del Código Procesal Penal. Así las cosas, el proceso debe desestimarse. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto. SL
10638-12. MORA JUDICIAL. ATRASO EN LA REDACCIÓN DE LA SENTENCIA INTEGRAL. El recurrente, quien se encuentra privado de libertad, considera violentado su derecho al debido proceso por cuanto, a pesar de que el 30 de marzo del 2012 la Sala Tercera  declaró con lugar el recurso de revisión que planteó, a la fecha de interposición de este asunto, no se le ha notificado la resolución de fondo, e incluso el Ministerio Público ya tuvo acceso a la resolución y la apeló. En este caso, corresponde la estimatoria parcial de este recurso únicamente en cuanto se constata la violación al derecho  de obtener  justicia pronta y cumplida pues se comprobó que desde el 30 de marzo del 2012 la Sala Tercera declaró con lugar el procedimiento de revisión, y a la fecha en que se rindió el informe de este recurso -el 03 de agosto del 2012- habían pasado poco más de CUATRO MESES sin que esté todavía redactada la sentencia integral. Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso, únicamente por la tardanza en notificarse la sentencia íntegra que resuelve con lugar el procedimiento de revisión. CL Parcial
10500-12. MENOR DE EDAD. SE ACUSA QUE SE EXCEDIÓ EL PLAZO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA E INCOMPETENCIA DEL ÓRGANO QUE DICTO LA MEDIDA. El  recurrente,  defensor público del menor amparado, considera que este permanece ilegítimamente en prisión preventiva, por cuanto, al ser menor de edad: 1) La detención no puede sobrepasar (incluyendo la prórroga) los nueve meses, según el art.59 de la Ley de Justicia Penal Juvenil, y en este caso llevaba ya diez meses y se prorrogó por dos meses más. 2) Tal prórroga solamente puede ser ordenada por el Tribunal de Apelaciones de Sentencia, o en su defecto, por la Sala de Casación, y no por quien la autorizó en este caso, el Juzgado Penal Juvenil. Estima la Sala, que la detención provisional decretada en contra del tutelado y la posterior  prórroga se hizo como consecuencia  de una sentencia condenatoria, que la prórroga estuvo debidamente fundamentada y su plazo dentro de lo permitido legalmente para asuntos como  este donde ya existe sentencia condenatoria y es de tramitación compleja, no existe mérito para acoger este recurso al considerarse que con los elementos que constan en el expediente, no se ha dado ninguna vulneración al derecho a la libertad del tutelado, por lo cual el hábeas corpus, debe desestimarse. Por otro lado, la posible incompetencia del juzgado penal juvenil no constituye  un vicio esencial que conculque derechos fundamentales, pues en todo momento la privación de libertad del acusado estuvo bajo supervisión judicial y se decretó mediante una resolución fundada, sin que se hubieran modificado  los motivos que fundaron la prisión preventiva decretada originalmente. Así que esa la resolución que prorroga la detención provisional, es una resolución válida, debidamente fundamentada y la prórroga no sólo está sustentada legalmente sino que está dentro de las facultades y responsabilidades del juez, como representante de la legalidad. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese a todas las partes. La Magistrada Calzada Miranda pone una nota. SL
10559-12. PRISIÓN PREVENTIVA. PRORROGADA HASTA LA CONCLUSIÓN DEL DEBATE, (HECHO CIERTO Y DETERMINADO). La recurrente reclama la violación de la libertad personal de los tutelados, por cuanto el Tribunal de Flagrancia del Segundo Circuito Judicial de San José, al prorrogar la medida cautelar de prisión preventiva que pesa sobre los tutelados, ha omitido indicar un plazo concreto para el vencimiento de la medida, con lo que los amparados han quedado sujetos a la prisión preventiva por un plazo indefinido. Esta situación, según la actora, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. En este caso, consta que el Órgano Jurisdiccional accionado, al extender por segunda ocasión la prisión preventiva a los tutelados, lo ha realizado hasta un hecho cierto y determinado, es decir, hasta la finalización del debate y el dictado de la sentencia condenatoria, todo lo cual se produjo el 1 de agosto de 2012, fecha que se había fijado para concluir la diligencia, de acuerdo con las posibilidades de la  agenda  del  Despacho  accionado. Por demás, se debe advertir, que la Jueza recurrida en su contestación ha explicado los motivos procesales que justificaron el dictado y la extensión de la medida cautelar de prisión preventiva a los tutelados, en lo cual no se aprecia ninguna irregularidad. Se declara sin lugar el recurso. SL
9228-12. PENAL. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente la existencia de una clara violación del derecho a la libertad del amparado por cuanto prórroga de la prisión preventiva dictada por el Tribunal Penal por el voto 224-2012 de las 11:07 hrs del 12 junio de 2012 en que se confirma la resolución de instancia no atiende los alegatos de la defensa, los precedentes del propio Tribunal y lo atinente a la razonabilidad de la prórroga de prisión. En este caso, la Sala señala que la  prisión  preventiva,  necesariamente  posee  una  naturaleza procesal y excepcional, jamás punitiva, pues de lo contrario se violentaría el principio de inocencia por lo que  la medida cautelar de prisión preventiva debe utilizarse cuando no quede ninguna otra alternativa al Tribunal, descartadas todas las demás, a fin de garantizar los fines del proceso y mediando  el  cumplimiento  estricto  de  las  exigencias  constitucionales desarrolladas en los artículos 239 y siguientes del Código Procesal Penal. En el caso concreto, la medida, considera la Sala, se encuentra debidamente fundamentada. Se citan los artículos 239 y 244 del Código Procesal Penal.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  Comuníquese. SL

9229-12 DETENCIÓN. SE ACUSA QUE SE ORDENÓ SIN ORDEN DE JUEZ. Alega el recurrente que su defendido estuvo detenido más de 24 horas, sin  que se pusiera a la orden del juez penal. En este caso, la Sala estima que contrario a lo alegado, no se ha configurado la acusada infracción a los  derechos  fundamentales  del  amparado,  relacionada  con  su  detención  y posterior disposición a la orden del juez penal toda vez que en aras de proteger su derecho a la vida y salud, fue trasladado a un Centro Médico y posteriormente, a tenor de la normativa vigente y respetando el debido proceso, se procedió a detener al imputado como por deber le corresponde a la autoridad judicial. ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

9246-12 MENORES DE EDAD. ABUSO DE AUTORIDAD. Alega la recurrente que el 13 de junio de 2012, los menores tutelados fueron abordados por oficiales de la Fuerza Pública, en las inmediaciones del Liceo de Moravia, aducen que fueron agredidos por las autoridades física y verbalmente e, inclusive, se les impidió comunicarse  telefónicamente con sus familias, mientras se encontraban detenidos en la delegación policial. En este caso, la Sala estima que pese a que la detención obedeció a una aparente situación de consumo de drogas en plena vía pública y a la resistencia que opusieron los menores, el proceder de las autoridades resulta ilegítimo, por cuanto se acredita que los custodios se excedieron en su comportamiento, lo cual lesiona los derechos fundamentales de los tutelados. Se cita el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de la Fuerza Pública y Jefe de Puesto de la Policía de Moravia, ambos  del Ministerio de Seguridad Pública, o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria.  CL

9248-12 PRISIÓN PREVENTIVA. SE FIJA POR UN MONTO MAYOR AL DE LA PENA. Alega la recurrente una clara violación al  derecho a la libertad personal de su defendido, pues, en su criterio, al fijarse una prisión preventiva mayor que el monto de la pena impuesta a su representado, se mantendría ilegítimamente detenido al tutelado. Señala la Sala que lleva razón la recurrente ya que si bien la medida cautelar que se reprocha es legítima, lo cierto es que en el caso que nos ocupa se incumplió el deber de ponderar la proporcionalidad de la prisión preventiva, por cuanto no sólo no existe una valoración en sentido formal respecto del término por el que se decretó, sino que ese plazo duplica el monto de la pena impuesta  al  tutelado. ﻿Se declara con lugar el recurso,  sin ordenar la libertad del tutelado. Se ordena al Juez Decisor del Tribunal de Flagrancias del Segundo Circuito Judicial de San José, que de inmediato readecue el  término de la medida cautelar de prisión preventiva impuesta al amparado. CL

9263-12 PRISIÓN PREVENTIVA. DISPUESTA AL DICTARSE SENTENCIA CONDENATORIA. Alega la recurrente que ve lesionados sus derechos fundamentales por cuanto se dejó sin efecto la sentencia condenatoria en su contra y por consiguiente las medidas cautelares, y en su lugar se dictó una nueva sentencia en la que se ordena prisión preventiva en su perjuicio. En este caso, la Sala señala que una sentencia  condenatoria  pueda  constituir  base  suficiente  para  revocar  una excarcelación concedida o acordar una prisión no dispuesta previamente durante la tramitación del procedimiento, pues esa circunstancia hace variar el estado en que se encontraba el sometido a juicio antes de que se diera y en algunos casos ser la causa de una evasión a la acción de la justicia. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. RP 

9592-12 EXTRADICIÓN. SE ORDENA A PESAR DE LA FALTA DE REQUISITOS. Alega la recurrente que contra su hermano se siguen diligencias de extradición ante el Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, requerida por la Federación  Rusa y que, si bien cuentan con una solicitud oficial lo cierto es que no poseen pruebas que acrediten los hechos que se le imputan, pese a lo anterior el Tribunal de Juicio recurrido declaró con lugar esas diligencias y ordenó su captura, la que se ejecutó desde esa misma fecha careciendo incluso la documentación presentada por las autoridades rusas de autenticación, validez e incluso, asegura que hay falsedad de una traducción. En este caso, la Sala señala que analizar el cumplimiento de los requisitos y presupuestos exigidos durante el procedimiento de extradición, es un asunto que toca conocerse y resolverse en la sede penal, sea por el juez que conoce de las diligencias en cuestión, o bien, en su defecto, por las instancias superiores, a través del ejercicio de los recursos previstos para tal efecto. Se cita el artículo 153 de la Constitución Política. Se citan los votos 2009-015324 de las 15:55 horas de 29 de setiembre de 2009, 2009-017931 de las 14:41 horas de 25 de noviembre de 2009,  2012- 004720 de las 9:05 horas de 13 de abril de 2012 y 2012-006201 de las 11:04 horas de 11 mayo de 2012 corregida por resolución 2012-06807 de las 16:01 horas de 22 de mayo de 2012. ﻿Se declara sin lugar el recurso. COMUNÍQUESE. SL

9569-12 DEPORTACIÓN. SE ACUSA DETENCIÓN ILEGÍTIMA. Alega el recurrente la existencia de una evidente violación a su libertad personal, por cuanto permanece detenido bajo las órdenes de la Dirección General de Migración en el Centro de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condición Irregular desde  el 13 de junio de 2012, por encontrarse  de manera ilegítima en el territorio costarricense, lo cual lesiona sus derechos. En este caso, la Sala señala que el plazo por el cual la Dirección recurrida puede mantener detenido a un sujeto mientras se verifica su deportación no puede ser excesivo ni arbitrario y que, en el caso objeto de análisis no se constata que así haya sido, así como también se descarta que el recurrente mientras estuvo detenido se encontrare bajo condiciones  de hacinamiento, o que se le haya conferido algún trato degradante contrario a su dignidad personal. Se cita la sentencia  2012-5543 de las 14:45 hrs. de 2 de mayo de 2012. Se citan los artículos 5 de la Declaración de los Derechos Humanos, 31 inciso 1  y 211 de la Ley 8764. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. SL

9536-12 PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA POR EL TRIBUNAL DE FLAGRANCIA A PESAR DE QUE ES UN CASO DE TRAMITACIÓN ORDINARIA.  La parte recurrente solicita que  se ordene la libertad de la amparada en razón de que se encontró en estado de indefensión dentro de un proceso que se inició como  de Flagrancia y, posteriormente,  fue pasado  a tramitación ordinaria, porque al momento de la identificación de los imputados no había abogado defensor, se dictó la prisión preventiva sin haber sido indagada y porque no ha contado con defensa pública desde que se trasladó la causa al Juzgado Penal. En este caso, entre otros aspectos, la Sala señala que  nuestro sistema procesal no establece como presupuesto de la prisión preventiva la declaración indagatoria del encausado y ha decretado también, la competencia del Tribunal de Flagrancia para dictar la prisión preventiva, en los casos en que se declare incompetente  para conocer  del fondo  del asunto. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

9476-12 DETENCIÓN. EJECUTADA POR ORDEN DE CAPTURA PENDIENTE. Alega la recurrente que  es vendedora de lotería en San José y que,  el 26 de junio de 2012 fue detenida y forzada a salir de las instalaciones de la JPSSJ,  cuando se disponía al retiro de la lotería, momento en el que se le manifestó que era la "más buscada"  por orden del Tribunal y sus antecedentes en el Archivo Criminal del OIJ, por una orden de presentación, para que actualizara su domicilio, posteriormente estuvo detenida durante 3 horas y una vez actualizado su domicilio, fue puesta en libertad; no obstante, en el periódico aparece una noticia de que la amparada era buscada por asaltos, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que se descarta el agravio alegado por la recurrente por cuanto la orden de captura obedeció a la imposibilidad de localizarle, lo cual fue considerado rebeldía a la causa penal ﻿08-002354-275-PE del Tribunal recurrido. Se cita el artículo 15 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara SIN LUGAR el recurso. Comuníquese. SL

9456-12 DETENCIÓN. EL PONER EN LIBERTAD SE TRAMITÓ 48 HORAS MÁS TARDE EN CENTRO PENITENCIARIO. Alega el recurrente que pese a que la autoridad judicial recurrida le otorgó al tutelado el beneficio de libertad condicional, éste permaneció recluido durante el fin de semana, sea, 48 horas, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que  se está ante una grave lesión de la libertad personal  del amparado, por cuanto no puede excusarse la autoridad penitenciaria recurrida en que el personal técnico encargado de tramitar el egreso del privado de libertad había terminado funciones a las 16:00 horas del viernes 15 de junio, pese a que es a través de los canales establecidos que se presenta ese mismo viernes la orden de libertad en favor del amparado, emitida por el juez de ejecución por resolución de las 11:00 de la mañana de ese día. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto 2002-11940 de las 14:58 horas del 17 de diciembre  de  2002. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 25, 50 y 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Director  a.i.  del  Centro  de  Atención Institucional La Reforma y al Director del Ámbito de Convivencia B del Centro de Atención Institucional La Reforma o a quienes ocupen tales cargos, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la acogida de este hábeas corpus. CL
9992-12 DETENCIÓN. ACUSA AGRESIÓN DE OFICIALES DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL. Alega el recurrente la violación a los derechos fundamentales del tutelado por cuanto a la hora de su detención fue atacado de forma brutal por los funcionarios del Organismo de Investigación Judicial. En este caso, la Sala estima que con el respaldo del análisis médico se constata un uso excesivo de la fuerza por parte de los agentes del Organismo de Investigación Judicial, por lo que se debe aplicar el principio in dubio pro víctima y amparar los derechos del tutelado. Sin embargo, pese al abuso descrito, se acredita que las autoridades judiciales cumplieron a cabalidad con los plazos de ley así como la protección del amparado al brindarle atención médica. Se citan los artículos 50 y 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso  únicamente  contra  el Organismo de Investigación Judicial. Se previene al Sub-Director General del Organismo de Investigación Judicial, que deberá dictar las directrices correspondiente para que sus subalterno no incurran nuevamente en los actos que dieron mérito para acoger el recurso y que si procediera de modo contrario cometerán el delito previsto y penado en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin perjuicio de las responsabilidades en que ya hubiere incurrido (artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). CL Parcial

10001-12 MEDIDAS CAUTELARES. SE ACUSA VULNERADO PRINCIPIO DE JUEZ NATURAL POR DICTARLAS PARA EL CO-IMPUTADO. Alega el  recurrente  que  las  medidas cautelares alternativas impuestas a su representado por el Juzgado de Garabito, limitan ilegítimamente su libertad personal y que,  se vulnera el principio de juez natural, por cuanto las medidas  fueron dictadas por el mismo juzgador que las impuso al co- imputado y finalmente, reclama que sobre estos puntos recurrió la citada resolución, no obstante, sin razón alguna, el Tribunal de Juicio y de Apelaciones de Puntarenas omitió referirse acerca de ambos extremos. En este caso, la Sala señala que en lo atinente a la trasgresión al principio de juez natural  conviene aclarar que el pronunciamiento de una autoridad jurisdiccional sobre la procedencia de una medida cautelar en contra de un imputado particular, por la posible comisión de un hecho delictivo, no impide a éste conocer sobre las medidas de coerción que correspondan al co- imputado y que, se acredita que contrario a lo alegado por el recurrente, consta que las autoridades judiciales hicieron referencia a los extremos alegados. Se declara sin lugar el recurso. SL

9680-12. PRUEBA. DEPARTAMENTO JUDICIAL NIEGA PRUEBA SOLICITADA POR JUEZ POR FALTA DE PERSONAL. La recurrente, defensora  pública del amparado, considera que la negativa del Departamento de Psicología y Trabajo Social del Poder Judicial de proceder con la prueba pericial al amparado, es violatorio de sus derechos fundamentales (principio de igualdad de armas, derecho  de defensa), pues dicha prueba es considerada necesaria para la defensa técnica y material. En este caso, consta que la defensa  del  tutelado  solicitó -durante  la celebración de la audiencia preliminar la valoración del amparado por parte del equipo interdisciplinario del Departamento recurrido, que dicha gestión fue admitida por el Juzgado Penal de San Carlos; y que el Departamento de Trabajo Social y Psicología del II Circuito Judicial de Alajuela resolvió denegar la realización de la prueba solicitada, argumentando la falta de recursos profesionales. De lo cual esta Sala concluye que en este caso ha habido efectivamente una violación al derecho de defensa del amparado  por cuanto, pese a existir orden judicial, el Departamento recurrido se niega a practicar la prueba solicitada. Nunca una cuestión organizacional, o de falta de recursos debe  pesar  más  que  la  defensa  de  los  derechos fundamentales, y si el Departamento recurrido del Poder Judicial ha sido encargado de la práctica de este tipo de pruebas, no puede negarse a practicarlas bajo el argumento de falta de recursos. Sin desatender las prioridades institucionales, el Departamento recurrido debió adoptar todas las previsiones del caso para no desatender las órdenes judiciales, como sucedió en la presente situación. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se ordena a la Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para acatar, dentro del menor plazo posible, la solicitud de prueba realizada mediante resolución del Juzgado Penal de San Carlos de las 08:38 horas del 25 de enero del 2012 relacionada con el amparado. Notifíquese de forma personal a la Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial. CL
9788-12. EXPEDIENTE. SE NIEGA ACCESO A EXPEDIENTE PENAL. Acusa el accionante que se apersonó con su abogado a consultar un expediente penal en donde figura como imputado y se le negó aduciendo que aún no había sido tomada la declaración indagatoria. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Pérez Zeledón realizar lo necesario para que, en forma inmediata, se le garantice al recurrente el acceso al expediente judicial requerido. CL
FAMILIA
10414-12. MENOR DE EDAD. ESTA INTERNADO EN EL HOSPITAL DE NIÑOS HACE TRES AÑOS, PORQUE EL PANI SE NIEGA A REUBICARLO. Alega el recurrente que es un paciente menor de edad, que ingresó al Servicio de Adolescentes del Hospital Nacional Psiquiátrico, el 23 de agosto del  2009, con un diagnóstico denominado “Trastorno   Generalizado   del   Desarrollo (autismo   infantil)” y desde entonces  no ha egresado, debido a la negativa de reubicación del amparado, por parte del Patronato Nacional de la Infancia, quien es la entidad protectora de los derechos del niño, de conformidad con el artículo 55 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidente Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia, tomar las medidas necesarias para que se defina la ubicación del tutelado en un recurso acorde a sus características y necesidades, en los tres meses siguientes a la notificación de esta sentencia, lo cual debe incluir poner en conocimiento del Juzgado de Familia competente las medidas adoptadas respecto del menor. Mientras no venza el plazo estipulado en esta sentencia deberá permanecer el tutelado en el Hospital Nacional Psiquiátrico, cuyo Director General, y la Responsable del Pabellón de Adolescentes, o quienes ocupen esos cargos, deberán velar por que reciba la atención que requiere. En cuanto al Hospital Nacional Psiquiátrico, se desestima el amparo. CL
9544-12 MEDIDA CAUTELAR. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS ORDENADO POR JUZGADO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA. Alega la recurrente que considera lesionados sus derechos fundamentales en virtud de que  el Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de San José, decretó impedimento de salida en su contra, pese a que es una adulta mayor que lo único que desea es salir de paseo  con su hija hacia México. En este caso la Sala estima que  la recurrente de conformidad con los certificados médicos, no se encuentra en condiciones  de  hacer  viajes  largos, pues está en tratamiento por deterioro cognitivo severo tipo mixto (vascular y tipo Alzheimer), y sin capacidad volitiva para toma de decisiones  legales, y por ello se impuso como  medida cautelar provisional el no egreso del país de la tutelada, en aras de proteger su salud.   Se cita la sentencia  1142-94 de las 15:03 horas del 1 de marzo de 1994. Se cita el artículo 15 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

INTIMIDAD

10046-12. INFORMACIÓN EN INTERNET. INFORME PRELIMINAR PUBLICADO PÁGINA WEB DEL COLEGIO PROFESIONAL. Alega el recurrente que el Colegio de Ciencias Económicas convocó a una Asamblea General  extraordinaria, con el fin de dar a conocer a todos los asambleístas, los resultados finales de lo llevado a cabo por ese órgano. Manifiesta que dicho acuerdo fue comunicado vía correo electrónico a todos los agremiados, pero el informe del fiscal, en donde preliminarmente se señalan nombres de responsables de ciertas actuaciones, se encuentra a disposición del público a través de la página Web del Colegio referido. Por lo expuesto, solicita se obligue a los recurridos retirar de su página en Internet el informe de fiscalía indicado, por ser un documento  relativo a una investigación preliminar. Sobre el derecho a la intimidad, la Sala ha indicado que  el numeral 24 de la Constitución política consagra el derecho fundamental a la intimidad. Se trata de un fuero de protección a la vida privada de los ciudadanos. La intimidad está formada por aquellos fenómenos, comportamientos, datos y situaciones de una persona que normalmente están sustraídos al conocimiento de terceros y cuyo conocimiento por éstos puede turbarla moralmente por afectar su pudor y su recato, a menos que esa misma persona asienta a ese conocimiento. En la situación concreta que nos ocupa, se está posibilitando el acceso  indiscriminado a todos  los agremiados y cualquier otra persona  que accedan a la página de ese colegio, y a una serie de datos que se encuentran en la esfera privada del investigado -sin expreso consentimiento-, y recabados por la recurrida con el fin de determinar la existencia de anomalías en el desempeño de su cargo; información que como se señaló, se encuentra dentro del ámbito de su intimidad, el cual, está protegido por el numeral 24 de la Carta Magna. Así las cosas, se verifica que en el caso de marras nos hallamos ante un ejemplo de los límites intrínsecos al contenido esencial del derecho de acceso a la información administrativa, toda vez que no es información que verse sobre asuntos de interés público, al menos no en la etapa preliminar indagatoria que mediaba al momento de la interposición del amparo. Téngase en cuenta que como el procedimiento que se le sigue al recurrente es de carácter sancionatorio, existe una protección a su intimidad en su condición de investigado, que debe resguardarse y por ello lo procedente es acoger el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Vicepresidente; al Tesorero, al Vocal, todos en su condición de miembros de la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas de Costa Rica, que procedan de inmediato a eliminar de la página del colegio accionado el informe emitida por la Fiscalía y que fue conocido en la Sesión de la Asamblea General Extraordinaria número 85-2011 llevada a cabo por el Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas de Costa Rica, en fecha 21 de octubre del 2011. CL
10093-12. INFORMACIÓN CREDITICIA. INFORMACIÓN PRIVADA PUBLICADA POR EMPRESA DE BASE DE DATOS. La recurrente considera que la información acerca de su persona que se encuentra en la base de datos de la empresa TRANSUNION COSTA  RICA  TUCR  S.A.  atenta  contra  su  derecho  a  la intimidad, pues, tienen  los números  telefónicos de carácter  privado que constan en el Instituto Costarricense de Electricidad. Además, suministra datos personales, dentro de los que se encuentran su fotografía, dirección domiciliar, calificaciones personales respecto  a su capacidad  crediticia, entre otras. La Sala ha indicado que la protección a la autodeterminación informativa de las personas,  la cual rebasa su simple ámbito de intimidad; se concede al ciudadano el derecho a estar informado del procesamiento de los datos y de los objetivos  que con este se pretende  alcanzar, junto con el derecho  de acceso, corrección o eliminación en caso que se le cause un perjuicio ilegítimo. consentimiento. Lo procedente es declarar con lugar el recurso sólo para efectos indemnizatorios, por cuanto, como se acreditó, la información que constaba de la amparada ya fue suprimida de la base de datos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la lesión del derecho de autodeterminación informativa, tutelado por el artículo 24 de la Constitución Política. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

10073-12. CONVENIO. ENTRE EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES Y EL BANCO CENTRAL PARA ENTREGA DE BASES DE DATOS. Alegan los recurrentes que se les violentan su derecho a la intimidad y a la autodeterminación informativa, pues sin su consentimiento el Tribunal Supremo de Elecciones y el Banco Central de Costa Rica suscribieron un convenio en el que el Banco Central tiene acceso a la información de la base de datos de ese órgano constitucional y se suministra a ciertas entidades fiscalizadas. En este caso, se constata que dentro del marco  de ese convenio, las entidades fiscalizadas por el Banco Central de Costa Rica acceden a información de la base de datos del Tribunal Supremo de Elecciones, cuando se requiera en ventanilla de servicios bancarios, lo que se pretende es confrontar la verdadera identidad de las personas que realizan trámites bancarios. Se estima que dicho convenio lejos de vulnerar el derecho a la privacidad o a la intimidad, sólo garantiza la correcta y certera identificación de los usuarios, y la seguridad del sistema financiero, en este caso la Sala indicó que es constitucionalmente legítimo, por lo que se declara SIN LUGAR el recurso. SL.
MINORIAS
9231-12 INFRAESTRUCTURA. IMPIDE LA ACCESIBILIDAD PARA MENORES EN HOSPITAL DE NIÑOS. Alega la recurrente la existencia de  deficiencias en materia de infraestructura en el Servicio de Gastroenterología del Hospital Nacional de Niños, específicamente porque no tiene aire acondicionado, no cuenta con una adecuada    ventilación, no tiene asientos ni espacio para cambiar  o dar de comer a los menores y es muy estrecho, lo que dificulta que los niños con padecimientos graves,  ingresen  en  silla  de  ruedas. En este caso, la Sala señala que los órganos y entes  públicos que prestan servicios de salud pública tienen la obligación imperativa  e  impostergable de adaptarlos  a  las  necesidades  particulares  y específicas de sus usuarios o pacientes y, sobre todo, de aquellos que demandan una atención médica inmediata y urgente, sin que la carencia de recursos humanos y  materiales  sean  argumentos  jurídicamente  válidos  para  eximirlos  del cumplimiento de tal obligación, sin embargo, pese a los inconvenientes que presenta el edificio del hospital en que se desarrolla el Servicio de Gastroenterología del Hospital Nacional de Niños, las autoridades recurridas han ido adoptando e implementado los cambios organizacionales necesarios para adecuar  la  prestación del servicio de Gastroenterología  a  las  necesidades particulares y específicas de sus usuarios o pacientes. Se citan los artículos 21, 139 y 140 de la Constitución Política.Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. SL
9326-12. PUENTE. SE ORDENA ADECUAR PUENTE ENTRE GOICOECHEA Y MONTES DE OCA, PARA EL PASO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Acusa el recurrente que tiene un hijo con discapacidad, que necesita moverse en silla de ruedas y debe transitar por un puente que hay entre Goicoechea y Montes de Oca, el cual, no tiene las condiciones adecuadas. Se declara con lugar el recurso. Se les ordena a la Alcaldesa Municipal de Goicoechea y al Alcalde Municipal de Montes de Oca, que, de forma coordinada, tomen las medidas de su competencia a fin que en el plazo de 6 eses entado a partir la notificación de esta sentencia, el puente peatonal objeto de este amparo que comunica ambos cantones, se ajuste a las condiciones de infraestructura necesarias para garantizar el tránsito seguro de las personas con discapacidad, especialmente, aquellas personas que transitan en silla de ruedas. CL
9399-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. FALTA DE ACERAS Y RAMPAS EN INMEDIACIONES DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA Y EL HOSPITAL CALDERÓN GUARDIA. El recurrente acusa la falta de rampas y aceras en los alrededores del Hospital Calderón Guardia y la Asamblea Legislativa, lo que hace difícil el tránsito de las personas con alguna discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José, o a quien ocupe en su lugar el cargo, adoptar las medidas pertinentes para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se garantice las condiciones de accesibilidad para las personas con discapacidad conforme las especificaciones contenidas en la Ley No. 7600 y su reglamento, lo que implica la construcción o reparación de rampas y el apercibimiento a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles de esa jurisdicción que no hayan construido o adecuado las aceras frente a sus propiedades conforme la norma supra indicada, para que procedan a su modificación. Todo lo anterior, sin perjuicio que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de San José realice los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. Esta orden se circunscribe a las inmediaciones del Hospital Calderón Guardia y la Asamblea Legislativa, conforme la inspección municipal realizada. CL
9811-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SE ORDENA AL PODER JUDICIAL ARREGLAR ASCENSOR DEL EDIFICIO DE GARABITO. El recurrente solicita el amparo de sus derechos  fundamentales,  específicamente,  su  derecho  a  la  igualdad  de oportunidades.  Indica que debido a una poliomielitis que sufrió cuando era niño, presenta la pérdida total de acción en ambas piernas, por lo que debe utilizar aparatos ortopédicos y movilizarse con la ayuda de muletas o por medio de una silla de ruedas. Sostiene que se ha presentado  en dos oportunidades  ante el Juzgado Contravencional de Garabito a realizar diligencias judiciales y pese a que el edificio correspondiente cuenta con ascensor, en dichas ocasiones estaba en mal estado y en desuso, por lo que,   se   le dificultó mucho asistir a las respectivas diligencias. Considera la Sala que los hechos que se tuvieron por demostrados,  si bien son puntuales, implicaron una evidente interrupción del servicio y constituyen  una clara infracción a los derechos fundamentales del recurrente al limitar su “plena participación social en iguales condiciones de calidad, oportunidad, derechos y deberes que el resto de los habitantes” lo que amerita la estimatoria de este recurso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Ejecutivo del Poder Judicial que tome las medidas de su competencia a fin que en el edificio judicial de Garabito no haya interrupciones en el servicio del ascensor que limiten el acceso al referido edificio y se violenten los derechos fundamentales de las personas con discapacidad. CL
MUNICIPALIDAD
10074-12. VÍA PÚBLICA. VECINO CIERRA CAMINO PÚBLICO. Indican los amparados que poseen propiedad en Santa Bárbara de Heredia, que el acceso a la propiedad es por calle pública; no obstante indican que uno de sus colindantes cerró la vía pública, colocando un portón a lo ancho de la calle y esto afecta el ingreso de todos los copropietarios de las fincas, que solo tienen acceso por este camino y alegan que, la Municipalidad nunca cumplió sus obligaciones. En este caso, la Sala indicó que por la naturaleza jurídica de los caminos públicos, éstos constituyen bienes demaniales, por lo que proceden a declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde y Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, que dentro de los ocho días posteriores a la notificación de esta sentencia, inicien el procedimiento previsto en los artículos 32 y 33 de la Ley General de Caminos Públicos, a fin de determinar la naturaleza pública o privada del camino cerrado y lo caminen dentro de un plazo razonable. CL
10107-12. AGUAS. PROBLEMA DE MANEJO DE AGUAS EN URBANIZACIÓN BRUMA AZUL EN CARTAGO. Alega el recurrente que ﻿en la Urbanización Bruma Azul existe un serio problema de manejo de aguas, sin embargo ha denunciado la situación y ninguna autoridad resuelve la problemática. Sobre el tema la Sala ha indicado reiteradamente que la salud pública y el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado se encuentran reconocidos constitucionalmente en los artículos 21, 50, 73 y 89 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago y a la Coordinadora del Área Rectora de Salud de Cartago, que de INMEDIATO a la comunicación de de esta resolución, proceda a tomar y ejecutar medidas eficientes que eviten la continuación de la contaminación acusada y garantizar los derechos del amparado. CL
9641-12 CALLE PÚBLICA. SE ORDENA ARREGLAR FILTRACIÓN DE AGUA.  Alegan los recurrentes que las autoridades recurridas han hecho caso omiso a un problema de filtración de agua que se da en la calle de Cerro de Sabanilla del distrito Sabanilla del cantón central de la provincia de Alajuela. En este caso, la Sala señala que  se  ha  producido una clara violación a los derechos fundamentales de los recurrentes, toda vez que aún cuando el problema ha sido denunciado por los accionantes, persiste, lo cual atenta contra el derecho fundamental de los peatones a la protección de su vida e integridad personal. Se cita el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a RHTC,  Alcalde  de  Alajuela,  o  a  quien  ocupe  ese  cargo,  que  adopte inmediatamente y en forma coordinada las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de que dentro del plazo improrrogable de 3 meses a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las acciones necesarias para que de forma definitiva se cumplan las recomendaciones dadas por la Comisión Nacional de Emergencias  en su informe técnico de inspección en los terrenos afectados por agrietamiento en el Cerro Sabanilla de Alajuela,  fechado  25 de marzo de 2003. CL
9360-12. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMA EN CARRILLO.  Acusa la recurrente que su casa de inunda en invierno, por un problema de capacidad del alcantarillado y aún cuando la Municipalidad recurrida conoce del problema, no ha hecho lo suficiente por solucionarlo. Se declara con lugar el recurso contra la Municipalidad de Carrillo, Se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo Municipal, de ese municipio, que dentro del término de nueve meses que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, dispongan el plan y realicen las actuaciones necesarias para solucionar el problema de inundación por aguas pluviales que afecta a la amparada. Se desestima el recurso en relación con el Ministerio de Salud. CL
9689-12. CALLE PÚBLICA. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE NARANJO ARREGLAR CALLE MUÑOZ. Indica la actora que es contrario a los derechos fundamentales  de los vecinos de Calle Muñoz, Naranjo, la omisión de la Municipalidad recurrida de procurarles caminos transitables. En este caso,  se ha tenido por demostrado  que los vecinos tutelados han puesto en conocimiento de instancias municipales los problemas con el camino público en cuestión, en notas de octubre de 2009 y mayo de 2012. Asimismo, en el informe de la accionada se admite que el camino está parcialmente en mal estado, que es parte de un proyecto de asfaltado, cuya fecha de ejecución es incierta y que el puente sobre la Quebrada Piritas efectivamente se encuentra falseado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Naranjo, disponer lo necesario, dentro del mareo de sus competencias, para que de inmediato se programen las obras de reparación de la vía pública que señala la actora, en Calle Muñoz, Naranjo, con plazos concretos, así como adoptar las medidas necesarias para la atención del puente sobre la Quebrada Piritas. De las acciones ejecutadas deberá informar a la Sala en el mes siguiente a la notificación de esta sentencia. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

9542-12 APREMIO CORPORAL. SE ADUCE INCAPACIDAD DE PAGO POR CONDICIÓN DE SALUD. Alega el recurrente que es un adulto mayor y que Medicatura Forense dictaminó que padece una incapacidad total permanente para el desempeño de cualquier oficio, por lo que no puede pagar la cuota alimentaria establecida por el Juzgado recurrido. En este caso la Sala señala que el asunto en cuestión debe resolverse en la vía común ordinaria y que,  no puede por ser ajeno a su competencia, suplir a la jurisdicción ordinaria y actuar como alzada en la materia, aún cuando efectivamente podría existir una amenaza a la libertad del amparado  en  el  caso  que  incumpla  con  dicha  obligación.  Se citan los artículos 24 y 27 de la Ley de Pensiones Alimentarias, Se citan las sentencias 2000-0024 de las 15:39 del 4 de enero del 2000. ﻿Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese . SL
PODER JUDICIAL
10515-12. AUDIENCIA. EN MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA DEBE SER SOLICITADA POR EL PRESUNTO AGRESOR. El recurrente acusa que el Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario de San José, omitió fijar la audiencia establecida por el artículo 12 de la Ley de Violencia Doméstica, y en su lugar, le confirió a él la obligación de solicitar ante el Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de San José, la realización de dicha diligencia. Ahora bien, luego de analizar los elementos aportados a los autos, la Sala estima que el recurrente no lleva razón en su reclamo, pues de la lectura de los informes dados por los recurridos, se denota que, contrario a lo afirmado por el accionante, el Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario no se encontraba en la obligación de ordenar de oficio la realización de la audiencia a la que hace referencia el numeral 12 de la Ley 8925, pues conforme  lo dispuesto  por ese artículo, es al presunto agresor a quien le corresponde solicitar dicha diligencia, dentro del plazo de cinco días, contado a partir de la notificación del auto inicial. En ese sentido,  si el amparado  omitió llevar a cabo  dicha petición dentro del tiempo establecido  legalmente, no puede pretender que por esta vía se reabran plazos ya fenecidos, pues ello no resulta procedente. Así, en virtud de lo anterior, el recurso debe ser desestimado. Se declara sin lugar el recurso. SL
PRIVADOS DE LIBERTAD

10615-12. AGRESIÓN. PRIVADO DE LIBERTAD ACUSA USO EXCESIVO DE LA FUERZA EN SU CONTRA. El recurrente alega que el tutelado quien se encuentra recluido en la celda conocida como “la Homer” en el Centro de Atención Institucional La Reforma fue   agredido por la policía penitenciaria, causándole daños en su cuerpo. Reclama, además, que esa celda es un espacio inhumano para mantener detenida a una persona. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso por la agresión del tutelado, en consecuencia, se les ordena a Director General, Director del Régimen de Máxima Seguridad y Jefe de Seguridad, todos del Centro de Atención Institucional La Reforma, girar las órdenes necesarias para que se evite, nuevamente, una situación de uso abusivo de la fuerza como la verificada en el sub lite. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
9525-12 PENAL. TRASLADO DE RECLUSO. Alega el recurrente que considera lesionados sus derechos fundamentales por cuanto fue trasladado  del Ambito de Convivencia D al Régimen de Máxima Seguridad del Centro de Atención Institucional La Reforma y que, actualmente duerme en un pasillo –sin contar con una cama- y sin acceso a agua potable. En este caso la Sala señala que lo concerniente al traslados o ubicación, trabajo y estudios de privados de libertad  en  los  distintos  centros  penales  o  ámbitos  de  éstos,  es competencia exclusiva de las autoridades administrativas encargadas de la ejecución de la pena, de igual manera,  cualquier queja al respecto,  es  de  conocimiento  del  Juez  de  Ejecución  de  la  Pena correspondiente. Se citan las sentencias 96-6404  de las 14:56 hrs. de 26 de noviembre de 1996, 2008-011243 de las 15:02 horas del 22 de julio de 2008 y 2012-006690 de las 10:30 horas del 18 de mayo de 2012. ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL 

9317-12. CONDICIONES. HABITACIONES DESTINADAS A VISITA CONYUGAL EN LA REFORMA. Se acusa que las condiciones en que se encuentran las habitaciones destinadas a visita conyugal en el ámbito C del Centro de Atención Institucional La Reforma, son deplorables, se acusa además, que las requisas son excesivas y violatorias de sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso el recurso, únicamente con relación al estado de las habitaciones destinadas a visita conyugal en el Ámbito de Convivencia C del CAI La Reforma y, en consecuencia, se ordena al Director a.i. del CAI La Reforma y al Director General de Adaptación Social, que dentro de un término razonable, que no podrá exceder a tres meses, a partir de la comunicación de esta sentencia, proporcionen camas y colchones adecuados a esas habitaciones, reparen la pintura y acabados, así como el servicio sanitario que se encuentra defectuoso e instalen cortinas en las duchas y establezcan un plan para mantener condiciones óptimas permanentes de limpieza higiene y garanticen el suministro permanente de agua corriente en las duchas, para prescindir del estañón. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
SERVICIOS PUBLICOS
10099-12. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR EN BELLA VISTA DE DESAMPARADOS. El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales ya que hace varios meses el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de Desamparados, ha puesto sin justificación alguna una serie de medidas que atentan contra el derecho a la salud de los ciudadanos de la localidad, ya que les suspenden el servicio de agua potable todos los días de las 9 de la mañana a las 8 de la noche, manifiestan que el tiempo efectivo que tienen acceso al agua potable es mínimo y no alcanza para satisfacer las necesidades básicas de las familias perjudicadas.  La Sala reconoce, como parte del Derecho de la Constitución, un derecho fundamental  al agua potable, derivado de los derechos fundamentales a la salud, la vida, al medio ambiente, a la alimentación, entre otros. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador Comercial de la zona 2, y al Subgerente General, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que adopten las medidas pertinentes dentro del ámbito de sus competencias para solucionar de manera definitiva, el problema de abastecimiento de agua potable en el Barrio Bella Vista de San Juan de Dios de Desamparados, así como comunicar a los vecinos los horarios y las razones por las cuales se presentan los desabastecimientos de agua en la localidad y tomar las medidas necesarias para disminuir la carencia del servicio de agua prestado. CL
9687-12 AGUA. ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE EN COMUNIDADES DE SIQUIRRES. Alega el recurrente que  las comunidades  de El Cairo, La Francia y La Luisiana de Siquirres, desde hace más de 5 años  no cuentan con agua potable, que se abastecen de pozos artesanales que suplen agua contaminada con agroquímicos, lo que genera problemas de salud en los pobladores y que siguen recibiendo el líquido por medio de tanques cisternas sin que se vea una solución a corto plazo, para recibir el agua potable como existe en la mayor parte del país. En este caso, la Sala señala que  hay fundamento suficiente para que el Instituto Costarricense  de Acueductos  y Alcantarillados, como ente rector en la materia, no solo ejecute el proyecto que considere oportuno para abastecer de agua potable a esas comunidades, sino también que asuma la administración del acueducto, máxime que, como ya se apuntó, la vida y salud de los pobladores de esas comunidades, se encuentran en grave riesgo. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta  Ejecutiva del Instituto Costarricense  de Acueductos  y Alcantarillados, que adopte las medidas que sean necesarias para que, de manera inmediata, se inicie la ejecución del proyecto de acueducto para abastecer a las comunidades de El Cairo, La Francia y Luisiana de Siquirres, a fin de que esté concluido, a más tardar, en 18 meses y con ello se de solución definitiva al problema de suministro de agua potable que se denuncia en este amparo.  CL
9316-12 AGUA. NIEGAN SERVICIO POR FALTA DE ESTUDIOS TÉCNICOS EN SAN RAMÓN DE ALAJUELA. Alega el recurrente  la existencia de una clara violación a su derecho  al acceso al agua potable, pues la ASADA recurrida le ha negado el suministrado de ese servicio de forma arbitraria. En este caso la Sala señala ha sido debidamente acreditado que al recurrente no se le ha negado el suministro de agua potable, sino que la Asociación del Acueducto de San isidro de San Ramón de Alajuela le ha manifestado al recurrente le necesidad de realizar un estudio técnico que avale si están en capacidad  de brindar un servicio a otra comunidad que no sea la de San Isidro, como es el caso de la propiedad del recurrente. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de los mencionado en el considerando IV. SL

9534-12 AGUA. NIEGAN SERVICIO POR FALTA DE ESTUDIOS TÉCNICOS EN SANTO DOMINGO DE SÁMARA. La parte recurrente alega que se encuentra inconforme con lo resuelto por la Junta Directiva de la ASADA de Santo Domingo de Sámara referente a su solicitud de instalación de una paja de agua para su propiedad. En este particular, la Sala indica que  la denegatoria de la Asociación recurrida se fundamenta en estudios técnicos llevados a cabo por un Ingeniero, el cual se puso  a disposición de la solicitante a fin de que pudiera comprender de mejor forma las razones técnicas de la imposibilidad de brindarle el servicio y, por otro lado, no le compete resolver esta situación por cuanto no es un contralor de las actuaciones de la Administración. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se rechaza de plano el recurso. RP

9352-12. AGUA. PROBLEMAS DE ABASTECIMIENTO EN COMUNIDADES DE NICOYA. Alegan los recurrentes que desde el mes de abril del 2012, las comunidades de Maquenco, Cuesta Grande y Terciopelo de Nicoya, no cuentan con el servicio de agua potable, debido a que el acueducto quedó inconcluso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe Cantonal de la Oficina de Nicoya del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien en su lugar ejerza tal cargo, que: a) de inmediato adopten las medidas necesarias para asumir de forma completa el sistema de acueducto de la comunidad Maquenco; b) se ejecuten, en el plazo máximo de un mes a partir de la comunicación de esta sentencia, las acciones pertinentes a fin de garantizar la existencia de una fuente pública de agua potable de fácil acceso en beneficio de los vecinos de la comunidad de Maquenco, Cuesta Grande y Terciopelo; c) que dentro del plazo máximo de un mes calendario a partir de la comunicación de esta resolución, se valoren distintas opciones que garanticen las condiciones de cantidad, continuidad, y calidad del agua potable en la comunidad de Maguenco, Cuesta Grande y Terciopelo; y d) tomar todas las acciones correspondientes para ejecutar dicho plan, a efectos de que dentro del plazo máximo de tres meses contados a partir de la comunicación de esta resolución, el acceso al servicio de agua potable de dichos vecinos esté definitivamente solucionado. CL
9726-12 SEGURO VOLUNTARIO. NIEGAN SEGURO VOLUNTARIO POR PROBLEMAS MIGRATORIOS. Alega el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social se niega a otorgarle el seguro voluntario, por lo que no puede solicitar ante la Dirección General de Migración y Extranjería la renovación de la cédula de residencia. En este caso, la Sala señala que tomando en cuenta que  el tutelado ya inició el trámite para la renovación de la cédula de residencia, deberán las autoridades migratorias extender una constancia que lo certifique, de manera que el amparado pueda presentarse ante la Caja Costarricense de Seguro Social a solicitar su adscripción a los seguros y poder así, optar por legalizar su condición de extranjero en nuestro país. Se cita el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Dirección General de Migración y Extranjería. Se ordena a la Directora General de Migración y Extranjería, que extienda al amparado una certificación en la que conste  que inició el trámite de renovación de cédula de residencia, en el improrrogable plazo de 24 HORAS contado a partir de la comunicación de esta sentencia. Comuníquese. CL Parcial
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
9380-12. ASOCIADOS. ASOCIACIONES ESTÁN EN LA OBLIGACIÓN DE PONER A DISPOSICIÓN INFORMACIÓN. Alega el recurrente que como miembro de la Asociación recurrida, solicitó información de su interés y le fue negada. En este caso, señala la Sala que la accionada está en la obligación de poner a su disposición la información pedida al interesado, no en virtud del derecho  de petición regulado en el artículo 27 constitucional, sino con base en el derecho de asociación cobijado  en el artículo 25 de la Constitución Política, dado  que el petente está asociado a la entidad recurrida. Por ende, se constata que tal actuación no ha garantizado el derecho del recurrente a la información, derecho que, en este caso, se deriva de su condición de asociado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente y Representante Legal de la Asociación Cámara de Ganaderos Unidos del Sur, brindar acceso inmediato al recurrente a la información solicitada en las notas del OS de noviembre de 2011 y el 17 de mayo de 2012. CL















